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1. LA AUTODETERMINACIÓN COMO SENTIDO DE LA TRANSICIÓN 

El socialismo, como movimiento anticapitalista, puede ser visto como exteriorización y comienzo de superación de las contradicciones antagónicas del sistema capitalista mundial. Pero antes que manifestarse como movimiento triunfante en el interior de las sociedades capitalistas desarrolladas, se expresa como movimientos de liberación nacional en la periferia. Los “eslabones más débiles” del sistema imperial-colonialista son entonces lugar privilegiado de realización de un proyecto cuya génesis se remite a la contradicción principal del capitalismo, cuyos sujetos antagónicos más desarrollados están asentados en los países centrales regidos por ese sistema. A la vez, el portador de esta contradicción no es, como la lógica interna del desarrollo capitalista permitía teorizar, el proletariado industrial periférico, sino un heterogéneo conglomerado de fuerzas sociales y étnicas en que predominan el campesinado y sectores urbanos difícilmente ubicables en el sistema tradicional de clases, como fuerza social, y una pequeña burguesía revolucionaria, como grupo dirigente. 

   La consolidación y extensión del socialismo, fundamentalmente como resultado de la segunda guerra mundial incorporó sociedades europeas considerablemente desarrolladas, configurando un verdadero bloque hegemonizado por la Unión Soviética. Por otro lado, la República Popular China, con gran peso cuantitativo y cualitativo en el movimiento mundial, conformó otro polo socialista de gran peso. Sin embargo, el sistema económico y político mundial siguió marcado, fundamentalmente, por el desarrollo de las contradicciones del capital. En ese sentido el “tercer mundo” es históricamente la periferia del centro capitalista (“primer mundo”). Pero los procesos de descolonización y fragmentación nacional que también se precipitan después de la segunda guerra mundial, así como algunos procesos de lucha antidictatorial, iban a incorporar al mundo una nueva categoría de países “en transición al socialismo”, la mayoría de los cuales se caracterizaban también por ser relativamente pequeños, periféricos, y con un grado considerable de atraso en relación tanto al centro capitalista como al socialista.

   ¿Cuál es el objetivo que orienta tanto la ruptura con un sistema como la intención de adherirse a otro? Si excluimos a los movimientos mesiánicos contrapuestos al modelo de las sociedades industrializadas, podemos afirmar que los movimientos que en estos países aspiran a romper con la subordinación imperialista han tendido a ver al socialismo (teórico o real) como paradigma para la construcción de una nueva sociedad. Pero al subtitular este volumen indicando el sentido práctico de la difícil transición que emprenden estos pequeños países en la periferia, hemos creído inapropiado utilizar el término “socialismo”. Dudamos en cambio entre utilizar el término “desarrollo” o el finalmente adoptado de “autodeterminación”, como caracterización general del sentido de la transición.

   Una parte fundamental de la teoría revolucionaria demuestra que el capitalismo no puede resolver a escala mundial los problemas del desarrollo de las fuerzas productivas y del desarrollo social en su conjunto. Pero esta proposición científica no produce revoluciones populares, a menos que sea asumida como teoría revolucionaria por fuerzas sociales de gran magnitud. Las revoluciones que nos ocupan no han sido materializadas por agentes deseosos de desarrollar las fuerzas productivas per se, sino por fuerzas acumuladas predominantemente a partir de los deseos de liberación de la opresión político-cultural y la explotación que sufren las mayorías en estas sociedades.

   También suele afirmarse que no puede haber auténtica autodeterminación nacional sin un desarrollo económico previo, que provea las bases materiales para que la autonomía no sea meramente formal. Pero al optar por nuestro título estamos afirmando otro aspecto que suele quedar olvidado por el economicismo: la autodeterminación política nacional es a su vez condición de posibilidad del desarrollo, un desarrollo que no reproduzca –bajo nuevas formas- la subordinación al centro imperial. Y esa autodeterminación sólo puede hacerse efectiva si se “realiza” la nación a través de la constitución del pueblo como sujeto revolucionario soberano. Destacamos, entonces, la primacía de lo político en la praxis revolucionaria.

   La relación centro-periferia –que caracteriza al sistema capitalista de naciones- reproduce el subdesarrollo, el atraso. Cientos de millones de seres, las grandes masas del mundo subdesarrollado capitalista, ven acrecentar sus penurias económicas y espirituales en aras del contradictorio desarrollo del capital que, lejos de generar un derrame beneficiosos hacia la periferia, está precipitando al mundo en un crisis económica y política de proporciones inéditas cuyo costo cae fundamentalmente sobre millones de campesinos, marginados, desocupados y sobre todo jóvenes de la periferia. Mayor privación, mayor represión, mayor alienación, creciente pérdida de expectativas, es la propuesta real y consecuente que el sistema capitalista brinda a la desesperante situación de su periferia. Las esperanzas del desarrollo por la vía de la modernización capitalista –asociando las sociedades periféricas a algún centro dinámico, o creando condiciones atractivas para el “redespliegue industrial”, o a partir de programas especiales de ayuda para el desarrollo- se esfuman en medio de una crisis que acentúa el proteccionismo, que aumenta los costos de una deuda impagable, que centrífuga lo peor de las relaciones tecnológicas y sociales capitalistas a la periferia y que, por sobre todo, revitaliza la estrategia de la zanahoria y el garrote. El escaso desarrollo que el capital pueda tener en la periferia implicará reproducir de manera ampliada el subdesarrollo de esos pueblos. El juego “libre” del comercio y los movimientos de capital, incluso con sus canalizaciones multilaterales de “ayuda”, han sido probados y mostraron la imposibilidad del desarrollo dependiente. La subordinación política, ideológica y cultural tendieron a acentuarse por esa vía en un ámbito de polarización social creciente.

   Este proceso no es meramente económico, ni sus agentes son las empresas transnacionales exclusivamente. Los poderes políticos, los estados de los países capitalistas centrales –con la complicidad de las burguesías periféricas- tienen y ejercen la autonomía que se requiere para velar por el interés del sistema capitalista en su conjunto. Los mecanismos político-militares de dominación a nivel mundial, el control y manipulación de la comunicación social, no son un mero acompañamiento de las relaciones económicas, e incluso pueden entrar en contradicción con el desarrollo de importantes fracciones del capital. La dimensión político-militar del imperialismo emerge con claridad en épocas de crisis como la actual.

   La única vía que tienen los países periféricos para romper con este estado de cosas es afirmar políticamente la emancipación popular, contenido real de la autodeterminación nacional, como condición de posibilidad del desarrollo. Autodeterminación ¿para qué? Para elegir, como los mismos revolucionarios norteamericanos propugnaban, la forma política que permita a los pueblos “...tener mayores probabilidades de asegurar la seguridad y la felicidad”. Se trata de poder elegir las formas y ritmos de socialización de la vida económica, política, cultural, que mejor se ajusten al legado histórico de cada población y que mejor la protejan de las fuerzas que pretenden sojuzgarla, permitiendo la realización de la nación como entidad en el concierto mundial. Autodeterminación para relacionarse con otros pueblos con la intensidad y formas que sean mejor para los mismos objetivos. Autodeterminación para establecer un modelo económico que se oriente a la satisfacción de las necesidades básicas de la población, rechazando las falsas alternativas como el modelo de Puerto Rico, o la Iniciativa para la Cuenca del Caribe –basada en la libre empresa extranjera y la balcanización- o la “taiwanización”, que consume los recursos humanos en una exportación sin límites. Los intentos de “modernización” o de integración económica de pequeños o aun de grandes países no han podido resolver –de por sí y en ausencia de transformaciones estructurales- los problemas sociales, y en general están en una fase de franco agotamiento.

   La pauperización de la periferia lleva a lógicas rebeliones ante las cuales la respuesta del centro hegemónico no es la rectificación, el cambio estructural, o al menos la reforma significativa de las injusticias que la provocan. La respuesta sistemática, más allá de excepciones de corta duración, es la imposición de una más férrea represión física, donde el derecho a la vida no sólo se pierde por la vía de la desnutrición por generaciones, la enfermedad y la indefensión ante catástrofes naturales, sino directamente por el asesinato, la tortura y la desaparición, aplicados a quienes intentan confrontar los regímenes que se arrogan la representación nacional, pero responden a minorías asociadas al proceso de explotación y dominación imperial. Esa respuesta se institucionaliza en escuelas que sistematizan y teorizan sobre las experiencias que el imperialismo ha ido adquiriendo en su lucha contra los pueblos de la periferia, escuelas que forman a los gendarmes de las minorías dominantes nacionales en el arte de la represión.

   Las sociedades dependientes están lejos de constituir naciones cohesionadas, dada la polarización social, ideológica y cultural exacerbada por la penuria a que la dependencia las somete. Esta polarización de las posiciones ante la cuestión social obliga a determinar el sujeto principal de la liberación: no puede haber autodeterminación nacional sin soberanía popular. La “autodeterminación” de minorías asociadas a poderes externos no es autodeterminación nacional, y la cuestión nacional pasa por constituir al pueblo como sujeto soberano, capaz de definir las formas sociales y políticas más aptas para su desarrollo. Dado el atrincheramiento de esas minorías auxiliadas por el imperialismo, surge la necesidad de la revolución política interna, cuya vía –predominantemente armada- no es determinada por una preferencia o un rechazo a la violencia como medio, sino por los caminos que los dominadores dejan a las demandas populares.

   Pero cuando los revolucionarios triunfan sobre el residente colonialista o sobre el opresor “nacional”, sólo ganan una batalla en la larga lucha contra el imperialismo. Aunque se controle el estado nacional, posición privilegiada del poder político, la lucha debe continuar, armada y no armada, contra un enemigo poderoso que sin embargo ve como una amenaza el desafío de la revolución en una periferia cada vez menos controlable por medio de los “sutiles” medios ideológicos y del mercado. Desde las metafóricamente llamadas “colinas dominantes”, en las estribaciones de la gran cordillera imperialista, los revolucionarios deben comenzar a consolidar sus posiciones, mirando a la vez hacia el “valle” de la sociedad nacional y hacia la “cúspide” amenazante del sistema imperialista. La revolución política no culmina con el derrocamiento de un régimen opresor interno. La cuestión del poder está lejos de haber quedado resuelta. En primer lugar, porque estas pequeñas sociedades periféricas son altamente abiertas, no sólo en lo económico sino también en lo político-ideológico. Fuerzas desproporcionadas para las que pueden generarse en un proceso endógeno, se precipitan sobre la escena “nacional”. Así, la defensa militar y la lucha ideológica contra-hegemónica a nivel internacional deben comenzar a prepararse inmediatamente para frenar la segura contrarrevolución que el imperialismo orquestará. Pero simultáneamente es necesario continuar la revolución política, fortaleciendo el poder popular revolucionario, y comenzar la revolución social, construyendo o reconstruyendo a la vez bases económicas mínimas para sostener el proceso. Es comprensible que la transición sea calificada de “difícil”.

   La conducción revolucionaria debe necesariamente afirmarse para ir más allá del estado de rebeldía popular, que fue suficiente, en combinación con las acciones de la vanguardia político-militar, para acabar con una dictadura o incluso con un ejército invasor, pero insuficiente, librada a sí misma, para construir y cohesionar las nuevas instituciones, los nuevos mecanismos, las nuevas conciencias y comportamientos. Esa conducción requiere de un proyecto nacional, con componentes tácticos y estratégicos, donde el lenguaje de la guerra no es precisamente metafórico. Un proyecto fundamentado en una concepción revolucionaria de la civilización, pues en las condiciones contemporáneas de crisis resulta insuficiente adoptar modelos dentro de una cultura que en su conjunto no parece tener respuesta para los problemas que ha generado. Un proyecto para transformar una sociedad nacional que generalmente es desconocida para la ciencia, visualizada más con base en prejuicios, o a la superposición de proposiciones teoricistas con experiencias fragmentarias acumuladas durante la lucha. Y la investigación que no se hizo en el pasado difícilmente se hace inmediatamente después del triunfo.

   Si el proyecto es una composición fundada en diagnósticos científicos, paradigmas y principios, no es de extrañar que en su diseño y por bastante tiempo, tiendan a predominar los dos últimos componentes. Sin embargo, la acción inmediata se define como respuesta –muchas veces improvisada- a coyunturas cambiantes, impredecibles. La separación virtual entre acción inmediata y proyecto “estratégico” no debe llamar la atención bajo estas circunstancias. Por lo demás, la política y la utopía no coinciden, salvo en las mentes dogmáticas.

   Pero además, si el paradigma tiene un basamento teórico y doctrinario que sólo se vuelve proyecto nacional una vez especificado para una sociedad concreta, encontramos aquí una contradicción recurrente: la teoría revolucionaria ha sido sometida a procesos de reproducción y desarrollo (o involución) en medios predominantemente académicos, con escasa vinculación con la práctica de transformación social, cayendo en la especulación teórica o en la auto justificación ideológica como objetivos en sí mismos. Por el otro lado, los que se concentraron en la lucha efectiva para transformar la sociedad, ajenos al academicismo, suelen estar atados a versiones esquematizadas del pensamiento de los grandes teóricos revolucionarios, perdiendo su riqueza dialéctica, y una vez en el poder pueden tender a dar estatuto teórico a proposiciones simples, que forman parte del nuevo sentido común que surge de la práctica revolucionaria. Teoricismo y pragmatismo aparecen como polos de una relación contradictoria en el campo revolucionario. Más que una realidad, la tan mentada unidad teoría/práctica es una meta difícil de alcanzar.

   Otra forma de satisfacer la necesidad de un paradigma ha sido adoptar como “modelo” otra sociedad concreta existente, cuya aprehensión aparentemente no exige dominio de la teoría, y que en todo caso puede ser sometida a un procedimiento empirista de adaptación, haciendo abstracción de las circunstancias históricas en que se gestó el “modelo”. Pero las sociedades en transición contemporáneas enfrentan además una situación problemática en muchos sentidos. Efectivamente, el paradigma del desarrollo capitalista, de la modernización, del desarrollo por arrastre desde el centro, ha perdido credibilidad para nuestros pueblos. Pero en esta época también está en crisis el paradigma socialista, tanto el basado en el socialismo “real” –que ha sido sometido a una crítica política por su prolongada detención en la “etapa” del desarrollo de las fuerzas productivas y la satisfacción de las necesidades básicas, y el consiguiente retraso en la democratización del poder- como el basado en las versiones dominantes del socialismo científico –que al estereotiparse han dejado de ser teorías críticas para convertirse en ideologías de la dominación-. Para algunos hay incluso una crisis del proyecto socialista de transición, al convertirse prácticamente en la ideologización de otro modo antagónico de producción, y esta crisis habría arrastrado al marxismo, para el cual pronostican una muerte segura a corto plazo.

   A la vez, en este vacío paradigmático relativo, surgen concepciones democratistas, que incluso hablan de la “transición a la democracia”, justificadamente enraizadas en los prolongados períodos de salvaje represión que constituyeron la respuesta a las luchas populares en la periferia latinoamericana. Pero cuando entramos a analizar a qué democracia se refieren, no encontramos mayor diferencia con la “democracia” en cuyo seno se gestaron las feroces dictaduras prohijadas por el imperio en aras de la “seguridad nacional” definida para las minorías explotadoras. Olvidan entonces que no sólo está en crisis el paradigma del socialismo “real”, sino también la democracia “real”. Aún en los países centrales, los sistemas parlamentarios, las repúblicas de la revolución burguesa, acusan el impacto abstencionista de la decepción popular, y los partidos políticos ven surgir nuevos movimientos sociales que los critican ideológica y prácticamente sin constituir, sin embargo, una verdadera alternativa de socialización del poder. Si los modelos de la democracia capitalista y la democracia socialista pasan por momentos (muy diversos) de crisis por su instrumentación real, la cuestión del proyecto nacional revolucionario difícilmente puede resolverse acudiendo a paradigmas empíricos. 

   Además el punto de partida de estas revoluciones es muy distinto. Pero la diferencia no puede reducirse a un indicador de ingreso per cápita, o a contrastaciones simplistas por el estilo. A veces da la impresión que se pensara que mientras las sociedades capitalistas desarrolladas requieren formas sofisticadas de conducción social, las sociedades atrasadas, periféricas, por su “simplicidad”, por el escaso desarrollo de la división social del trabajo, por la incompleta complejización del tejido social, etc. pueden manejarse con instrumentos y concepciones relativamente burdas. Las sociedades nunca son reductibles a relaciones económicas estructurales, por básicas que éstas sean. Están constituidas también por relaciones étnicas, político-ideológicas –en sentido más amplio que el mero reflejo de las estructuras sociales- que incluyen el mundo mítico, lo simbólico, las tradiciones culturales. Por lo tanto, los comportamientos de sus miembros están determinados por algo más que su posición en las relaciones sociales de producción. Desde esta perspectiva, la “simplicidad” de las sociedades periféricas no es tal, y el no advertirlo sólo puede atribuirse a dos causas principales: a) la ignorancia que los científicos sociales tienen acerca de estas sociedades, estudiadas parcialmente y desde una perspectiva fundamentalmente colonialista, no desde la perspectiva de su transformación interna; b) la postura de dominación, que encuentra más fácil utilizar la violencia que procesos consensuales para tratar a estas poblaciones.

   Esa concepción, coherente con la “teoría” y la práctica de la dominación capitalista hacia los países periféricos, se ha filtrado al campo teórico-ideológico de los revolucionarios, dejándolos sin respuesta inmediata para lo que se ha clasificado como “contradicciones secundarias” en los enfoques reduccionistas del marxismo, que confunden el gran movimiento histórico con la coyuntura, y las leyes económicas tendenciales con la práctica política. La cuestión campesina, la cuestión étnica, la ausencia de una estructura social que procese “factores” como lo cultural, los mitos, las contradicciones de género y edad, etc., requieren de los dirigentes revolucionarios no sólo la unidad teoría /práctica sino el desarrollo colectivo de la teoría. Ese desarrollo debe estar basado en una práctica sistematizada mediante la continua reflexión, pero sobre todo mediante la continua retroalimentación entre dirección revolucionaria y bases sociales, lo que requiere el desarrollo de organizaciones mediadoras fuertes, auténticamente representativas de los sectores cuya emancipación constituye el objetivo primordial de la revolución. No hacerlo así puede llevar a la tentación de derivar los criterios de verdad de las posiciones personales de quienes detentan el poder en la cúpula revolucionaria. 

   En estas sociedades es imposible limitar el área o variable de intervención privilegiada a lo económico, bajo el supuesto de que el resto de las estructuras y relaciones de la sociedad se acomodan al cambio en la economía. No advertirlo implica confundir una teoría que establece determinaciones en última instancia con la causalidad real en la coyuntura y conduce a errores y alienaciones serias. La resistencia de la realidad a intervenciones guiadas por pobres marcos teóricos es también prueba de verdad. Se requiere, entonces, avanzar en su sistema de intervenciones, reconociendo tanto los múltiples procesos de cambio que la revolución desata en la sociedad como las estructuras que se reproducen del pasado. Y ese sistema debe tener coherencia, pero a la vez estar abierto a la rectificación, en la medida en que no es posible prever con certidumbre –por la falta de conocimiento teórico y empírico sobre la sociedad que se quiere transformar-. Estas sociedades exigen, entonces, más y no menos sutileza y sofisticación, en tanto que hay menos procesos estables que den unidad y cohesión a la entidad “sociedad nacional”, y que, efectivamente, lograr esa cohesión es muchas veces el objetivo primordial de la política.

   Por ello es necesario, como se insiste en este volumen, volver a los principios teórico-doctrinarios del pensamiento emancipador y anticapitalista y, a la vez, comenzar a innovar pragmáticamente en la lucha política contra los poderes hegemónicos a nivel mundial, buscando nuevas formas de socialización, nuevos ritmos, superando fórmulas etapistas o evolucionistas basadas en una historia que no se puede (o no se quiere) repetir. Pero además se hace evidente –ante la pobreza de los marcos teóricos sobre países como los que nos ocupan- la necesidad de sistematizar las experiencias de transición, realimentando críticamente la teoría revolucionaria al darle concreción nueva y contemporánea y, a la vez, sometiéndola continuamente a la dura prueba de realidad.

   El concepto mismo de “socialismo”, ya no suscita consenso fácil, como meta orientadora. La práctica de la revolución en la periferia puede demostrar que resulta más productivo y menos conflictivo ideológicamente partir de una crítica del régimen político y del sistema económico-social existente en cada sociedad. Esto implica identificar, a través del análisis histórico –orientado por una teoría general del capitalismo y el imperialismo, pero también por otros cuerpos teóricos que atiendan a las denominadas “contradicciones secundarias”- las fuerzas concretas que tienden a reproducir las situaciones de marcada injusticia social. Por otro lado, implica visualizar las fuerzas reales o potenciales capaces de modificar la correlación de poder y posibilitar una superación del orden existente. Fuerzas que no pueden efectivizarse orgánicamente sin asumir como punto de partida sus valores y motivaciones, sus reivindicaciones inmediatas.

   Sólo sobre esa base histórica determinada será posible postular un proyecto revolucionario que asuma racionalmente la utopía, que globalice y dé sentido de ruptura histórica a la acción revolucionaria masiva, incorporando y a la vez posibilitando la transformación de esos sectores de la sociedad. Pero nada de esto requiere una definición apriorística de socialismo o del modelo alternativo al existente. Más que “el socialismo” lo que hay que definir son las tendencias de socialización que se quieren liberar, pasando por la constitución de una sociedad nacional como condición totalizante para hacer viable el cambio autosostenido. 

   El denominado proyecto histórico del proletariado es el gran marco que define una resolución tendencial de las contradicciones fundamentales del sistema capitalista a escala mundial. Pero los movimientos y proyectos nacionales no pueden repetir ese proyecto a escala local como si fuera una camisa de fuerza ideológica, un punto de referencia dogmático para señalar las “desviaciones” del modelo ideal. Si aceptamos que el desarrollo del capitalismo es un desarrollo desigual, también es desigual el desarrollo de las formas alternativas, respondiendo necesariamente a las diferentes condiciones de partida en las diversas regiones del mundo. Esas alternativas son difícilmente homogeneizables bajo una definición de “socialismo”, máxime si ésta pretende adscribirse (universalizándolas) a determinadas formas nacionales de resolver las contradicciones generadas por el imperialismo. Aunque se lleva a cabo una lucha ideológica alrededor de qué constituye el “verdadero socialismo” –paralela a la que se lleva a cabo en el interior de la iglesia católica alrededor de lo que significa el “verdadero cristianismo”- las instituciones del socialismo no tienen dos mil años ni es fácil canalizar en su interior una discusión que fácilmente conduce a “cismas” o acusaciones de desviacionismo y aburguesamiento. Por ello, más que la lucha ideológica sobre la verdad última del dogma, es fundamental –desde los terrenos concretos de cada sociedad existente o virtual- desarrollar y aceptar pluralísticamente las más variadas formas de lucha para vencer al imperialismo, como expresión política del capitalismo. Esto implica, también, hacer de las consideraciones políticas, del campo de “lo posible”, un criterio significativo para juzgar tanto el sentido de las muy diversas luchas que se libran contra el imperialismo, como el grado de realización de los principios populares que dicen orientar esas luchas.

   Las revoluciones en la periferia están en capacidad de hacer aportes significativos al campo teórico-práctico del socialismo. De la sistematización crítica de estas experiencias puede surgir además la necesaria revitalización de las teorías y doctrinas revolucionarias, que difícilmente se produzca a partir de la práctica de reproducción de los sistemas socialistas desarrollados. En esto, el criterio que el mismo imperialismo nos proporciona no debe ser desdeñado: procesos tan divergentes, desde la perspectiva del “modelo socialista”, como la revolución cubana, la revolución de Arbenz en Guatemala, la Unidad Popular de Chile, la revolución sandinista, el gobierno de Manley, el nacionalismo de Torrijos, y otros muchos, han provocado la ira del imperio y su intervención abierta, violando los principios de la autodeterminación y todos los derechos humanos –recurriendo a la desinformación desestabilizadora , al asesinato político o al genocidio, a la tortura o al asedio por el hambre- en nombre de una “humanidad” definida a partir del derecho del capital a acumular con base en la pauperización de las masas. Es evidente que todos esos y muchos otros procesos afectan o afectaron el sistema de injusticia social, de alienación, de represión, que la palabra “imperialismo” resume para nuestros pueblos. Si el “proyecto proletario” es el proyecto (a escala mundial) de acabar con un sistema que contradice principios humanos fundamentales, si se trata de una lucha política que debe asumir mil formas, en otras tantas trincheras específicas, entonces el dogmatismo y la fijación en un modelo deben dejar lugar a la interpretación política de las fuerzas reales, de los proyectos heterogéneos de oposición al sistema que predomina actualmente en el mundo. Lejos de tener que repetir lo irrepetible, en cada sociedad debe buscarse la forma concreta de hacer eficaz esa lucha, articulándose con otras luchas, con otras alternativas, en un amplio y pluralista frente mundial, donde lo común es la defensa de los intereses de las masas subordinadas, de su soberanía, la cual no puede realizarse sin pasar por la forma de la autodeterminación nacional y por ende del antiimperialismo. 

   Se ha planteado que la revolución popular sandinista, con su proyecto de economía mixta, no alineamiento, pluralismo político y democracia participativa, constituye una novedad, y una fuente de la cual otros revolucionarios pueden extraer lecciones para la larga lucha que enfrentan. Doctrinariamente, la revolución que el FSLN impulsaba posiblemente hubiera sido, de contarse con la suma del poder, una revolución inmediatamente definida como socialista según patrones ya conocidos. El hecho de que el poder revolucionario estuvo condicionado –interna (alianza amplia antisomocista) y externamente (la amenaza del imperio, la presencia de aliados internacionales)-, llevó en la práctica a una revolución distinta, donde la democratización no fue dejada de lado en aras del desarrollo económico, donde se practicó más cuidadosamente el no alineamiento. Y al convertirse, por la fuerza de las circunstancias y la visión política de su dirigencia, en este nuevo “modelo” de revolución, fue considerada altamente peligrosa para el imperialismo. Otra revolución socialista según el modelo de partido único, estatización generalizada y adhesión al bloque soviético, hubiera sido fácilmente aislada en esta coyuntura, y la “autodeterminación” no hubiera tenido tiempo de prender. Pero al comprobar correctamente su eficacia como alternativa contemporánea para un continente de campesinos y marginados urbanos, el gobierno de Reagan explícitamente convierte a Nicaragua en un enemigo ideológico. Esto se evidencia cuando ese gobierno se autoproclama defensor de la humanidad y se autoasigna como tarea prioritaria derrocar por cualquier medio al gobierno nicaragüense libremente elegido en 1984, para acabar con el proyecto revolucionario que comanda el FSLN. Una variante esperada por el gobierno norteamericano era que el FSLN, ante la agresión militar, la crisis económica, la dificultad de manejar una economía mixta dependiente y a la vez un sistema pluralista, se declarara en emergencia y asumiera como vía reactiva la estatización total, la centralización del poder político, el alineamiento. Pero es evidente que esto no ha ocurrido. Si el FSLN se atiene al proyecto-en-acto, los costos políticos de la guerra irán creciendo para el centro imperial y, a la vez, se probará efectivamente que hay una nueva alternativa para la transición en la periferia. En ese sentido, al convertirla el imperialismo en un test-case, Nicaragua lleva sobre sus espaldas la responsabilidad adicional de ser ejemplar, pues su desarrollo incide sobre el futuro del movimiento revolucionario en el nivel –por lo menos- de toda América Latina.

2. EL DIFÍCIL PUNTO DE PARTIDA: LOS PEQUEÑOS PAÍSES PERIFÉRICOS

Los trabajos que componen este volumen se refieren a las dificultades para lograr la autodeterminación de países pequeños, atrasados, de la periferia capitalista, a partir del momento en que una revolución armada
 ha modificado la correlación de fuerzas a favor de un proyecto popular cuyos portadores cuentan con el control directo de importantes aparatos del estado nacional. Dado que no existe una teoría universal de la transición social, es necesario especificar ese punto de partida, alejado tanto de los paradigmas teóricos clásicos como de los paradigmas empíricos dominantes en el mundo contemporáneo.

El tamaño pequeño

No como dimensión absoluta, sino con relación al sistema mundial de fuerzas económicas y políticas, la pequeñez implica que la capacidad económica y militar actual y potencial de estos países es insignificante para el despliegue de fuerzas económicas y para el despliegue de fuerzas militares convencionales respectivamente. Esas fuerzas globales corresponden al desarrollo mundial de la división del trabajo, y de la tecnología (de producción, de transporte, de guerra, de comunicación, etc.) respecto al cual la escala de cada uno de estos países está por debajo de los umbrales eficientes predominantes. Desde este punto de vista, el acceso inmediato a ese mundo tecnológico, económico, comunicacional, etc., no podría realizarse según el paradigma del desarrollo capitalista endógeno, sino a través de la importación de sus productos o bien de la adopción de las denominadas “tecnologías apropiadas”.

   Aunque el tamaño puede ser modificado, pues está históricamente determinado, como punto de partida condiciona negativamente la posibilidad de que estas economías desarrollen un conjunto balanceado de ramas o sectores productivos. El tamaño limita al desarrollo en varias formas. Los recursos naturales y humanos son escasos. La base industrial es pequeña y reducida a una manufactura simple y/o al ensamblaje de bienes de lujo. El reducido mercado interno –producto él mismo de la pobreza y de la distribución desigual del ingreso- limita el crecimiento de la industria para el consumo interno. Cualquier proceso significativo de industrialización requiere la importación de materias primas y productos semi terminados, además de los bienes de capital. En particular, como señala FitzGerald, el sector I (producción de medios de producción) orientado hacia la reproducción nacional, es y continuará siendo incipiente, por lo que la reproducción y transformación de la base económica tendrá que ser tecnológicamente mediada por el mercado mundial. Del mismo modo, al no ser viable la industrialización generalizada, la predominancia de la producción primaria continuaría por varias décadas en estos países, por lo que “la exportación primaria es característica de la transición”. Según el mismo autor, el sector de exportación debe ser reconceptualizado como sector I, porque la acumulación en estos países necesariamente se basa en las divisas.
  Para Thomas,
 las probabilidades de que un gran país periférico se desarrolle con base en un capitalismo de estado y sin transformar las relaciones sociales de producción, son bajas. Pero en el caso de un pequeño país periférico las considera nulas. En consecuencia, para estos países no quedaría otra alternativa viable que la revolución socialista para lograr el desarrollo que sus recursos naturales y humanos permiten.

   Sin embargo, el tamaño no sólo opera en contra de estos procesos. Por un lado, los intentos previos de aplicar tecnologías con alto umbral en mercados estrechos crean un punto de partida con alta concentración de la propiedad en la industria, la minería o la plantación de enclave aunque, como señalan Baumeister y Neira, hay otros factores que codeterminan esta estructura de propiedad heredada. Esto facilita la socialización revolucionaria del excedente. Para FitzGerald, “por el reducido tamaño de la misma economía, [...] el avance hacia la socialización efectiva del sector empresarial [...] puede ser [...] mucho más rápido”. Otra ventaja para el mismo autor sería que es posible “elegir entre las tecnologías incorporadas en sus importaciones sin necesidad de generar tecnología propia en todas las ramas”. A esto podríamos agregar que la magnitud pequeña –en términos absolutos- de la brecha externa que acompaña estos procesos facilita que sea cubierta con ayuda externa diversificada sin mayor esfuerzo para los países donantes o las instituciones financistas. En cuanto a la viabilidad de cambios en al estructura económica heredada, Thomas es optimista (aunque no especifica plazos): “...cambios sustanciales pueden alcanzarse en una pequeña economía subdesarrollada si reducimos el sector de industria pesada a los principales materiales básicos requeridos como insumos en el consumo doméstico de bienes”.

   Más allá de esta ambivalencia de sus consecuencias, el tamaño no es un parámetro histórico ancestral, sino que es resultado del proceso de división del mundo entre los poderes coloniales, así como de las luchas de liberación realizadas en un contexto mundial que favorecía la fragmentación territorial. La alternativa de la integración económica de pequeños países contiguos, como podría ser el caso de Centroamérica, del Caribe, o de países –no tan pequeños- del sur de Africa, ha resultado inviable dentro del régimen capitalista. Lo que confirma que, fundamentalmente, los procesos de desarrollo se dan en formaciones que corresponden al ámbito de un estado-nación (Thomas). Sin embargo, queda abierta una segunda oportunidad a la integración, promovida ahora por los sujetos populares que surjan de las revoluciones antiimperialistas en la periferia, capaces de recuperar las raíces históricas para el desarrollo moderno de sus sociedades.

La posición periférica

Los países que nos ocupan han pertenecido, o pertenecen aún, a la periferia del sistema capitalista mundial. Esa posición en un sistema centro-periferia tiene como contenido la subordinación, la dependencia asimétrica, la sujeción a condiciones impuestas por los poderes centrales (estados y/o empresas). De hecho, no sólo pequeños países están en tal posición, sino que países semiindustrializados como Brasil, India o México también resultan periféricos a un sistema cuyo centro es Estados Unidos, Europa occidental y Japón. El desarrollo de estos centros ha sido parte del mismo proceso que ubicó a la periferia –mediante la expansión colonialista, neocolonialista o imperialista- en una división internacional del trabajo desfavorable para eventuales desarrollos auto centrados. Son economías primario-exportadoras, sin control de los mercados ni las tecnologías sujetas a cambios impredecibles en su inserción  internacional. Tales cambios, a veces sustanciales, responden al proceso de acumulación capitalista a escala mundial (o directamente a los intereses hegemónicos de potencias externas), pero no a las necesidades de desarrollo de una nación independiente.

   Su estructura productiva es altamente dependiente del comercio mundial, sobre el cual no pueden incidir aisladamente, pero a la vez su alta especialización la hace rígida y altamente vulnerable a decisiones y procesos externos. Como resultado, sus políticas tienden a hacerse adaptativas, sin posibilidad de plantear con eficacia un cambio estructural dentro del sistema capitalista. Ante el deterioro de los términos del intercambio, los intentos de formar cárteles para imponer condiciones a los países centrales han tenido en general escasos resultados, y en todo caso están lejos de haber alcanzado el objetivo de un nuevo orden económico internacional que permita un desarrollo armónico y convergente de centro y periferia.

   Tanto FitzGerald como Stallings argumentan que la autarquía no es una opción para el desarrollo de estos países. La transformación de la estructura productiva necesariamente requiere recursos externos. El sector de exportación continuará por ello siendo crucial. Y como señala FitzGerald, esto implica que los pequeños países periféricos seguirán estando sujetos al intercambio desigual en el comercio, mientras que el ritmo de acumulación estará fuertemente influido por los efectos de los precios internacionales determinados externamente. La principal opción disponible para estos países en lo relativo a su inserción internacional sería entonces la de diversificar su dependencia, tanto en sus mercados de exportación e importación como en sus fuentes de financiamiento.

   En última instancia, para que estas economías funcionaran como un sistema económico nacional deberían darse “interrelaciones internas dinámicas básicas tales como: recursos internos/uso de los mismos; producción-tecnología doméstica/demanda doméstica/necesidades domésticas. Es la ausencia de una convergencia dinámica de estas interrelaciones la que explica las estructuras económicas subdesarrolladas y dependientes” (Thomas).

   Como acotación final, cabe señalar que por lo mismo que el peso internacional de un país debe establecerse relativamente a un sistema de relaciones, algunos países económicamente pequeños pueden estar ubicados en posiciones nodales de ese sistema: control territorial de algún paso estratégico de flujos económicos o militares, cuasi monopolio de algún recurso no renovable requerido por los procesos de acumulación del gran capital, posición geográfica respecto a áreas militares estratégicas de una gran potencia, etc. Si bien esto puede potenciar su dimensión política, a la vez los confronta con la posibilidad de una supervigilancia del ejercicio de su soberanía, por el control económico extranjero de tecnologías y mercados, o por los límites impuestos a su política interna y externa por la potencia cuyos intereses estratégicos están real o supuestamente afectados por la revolución.

El atraso

El desarrollo desigual del sistema capitalista mundial ha “desarrollado el subdesarrollo”, produciendo (y no meramente perpetuando) el atraso de la mayoría de los países periféricos. Tal “atraso” se define con relación al paradigma empírico que proveen los propios países centrales, al desarrollo de sus fuerzas productivas, de sus estructuras sociales, de su sistema político, de las condiciones de vida material y espiritual alcanzada por el promedio de sus habitantes. Este complejo fenómeno marca todas las experiencias de transición, que por momentos asumen la forma de proyectos de modernización, con la superación del atraso llegando a ocupar una posición dominante entre los objetivos revolucionarios pos-triunfo. 

   Lejos de la perspectiva teórica original de Marx y Engels, las revoluciones anticapitalistas se dan sin que el capital haya completado su tarea de conformar una sociedad burguesa, en tanto las relaciones capitalistas han penetrado en estos países de manera desigual a través del colonialismo y el imperialismo. Ni las fuerzas productivas (objetivas y subjetivas) han sido globalmente desarrolladas, ni se han cristalizado estructuras de clase dominadas por la contradicción burguesía-proletariado. Por el contrario, el “sector residual”: campesinos, artesanos y comerciantes independientes, constituye amplia mayoría sobre el proletariado y posiblemente sobre la clase asalariada en su conjunto (Núñez). Como señala Coraggio, la maleabilidad de estas sociedades es enorme: “sus estructuras son ‘gelatinosas’, altamente inestables y vulnerables a cambios en las condiciones de su reproducción”, lo que incide sobre la debilidad de las identidades de clase y sus expresiones organizativas. Entre las partes de estas formaciones hay más una relación de coexistencia que de integración y cohesión societal. Las relaciones de parentesco, el patriarcado, el paternalismo, las formas comunitarias de producción y reproducción (Deere), la persistencia de diferenciaciones étnicas y de formas de organización no capitalistas, la exclusión de grandes masas tanto de la proletarización y del consumo estandarizado como de la educación y comunicación formales, su exclusión, en síntesis, de la mayoría de los derechos humanos (Hinkelammert), son otros tantos componentes de una situación que dista enormemente del modelo moderno de sociedad civil, y que de hecho pone en cuestionamiento la existencia misma de una nación. En cuanto al estado, como plantean Baumeister y Neira, su grado de desarrollo puede ser “muy inferior al alcanzado por las empresas privadas de mayor dimensión”. Generalmente se hereda un estado atrasado, corrupto, con escaso desarrollo de las funciones generales y en cambio un peso relativo grande de las funciones propiamente políticas: el ejercicio de la coerción física y la manipulación ideológica para mantener controlado el descontento y la rebelión popular. Esta dominación puede ir acompañada de formas políticas importadas de la metrópoli o del centro imperial, pero vaciadas de contenido democrático, en tanto la participación popular efectiva es mínima, y consecuentemente el desarrollo de la sociedad política es insignificante. Más bien, como indica Marchetti: “las tradiciones políticas existentes [...] representan una fuerza capaz de corromper y desviar las iniciativas de las fuerzas progresistas”.

   Tal vez una de las más fuertes caracterizaciones aplicables al punto de partida de estas revoluciones sea la retomada por Marx y Engels: los “pueblos sin historia”, cuyas luchas aparecían como meras rebeliones a la modernización, sin posibilidad de trastocar el orden capitalista. Y sin embargo, contradictoriamente, a la vez que aparece como límite, como dificultad tremenda para el desarrollo, este punto de partida provee las condiciones para una revolución política que abre la posibilidad de una revolución social. En todo caso, es evidente que las teorías revolucionarias y de construcción del socialismo acuñadas en Europa en el siglo pasado, suponían un punto de partida muy distinto y que no se ha dado un solo caso de revolución socialista cuya génesis se ajustara a esa matriz, siendo una de las diferencias sustanciales la ausencia de un proletariado según el modelo clásico. Esto fuerza a los revolucionarios que se atienen a esas teorías a superar el empirismo y buscar “la forma de ser de lo proletario en nuestras sociedades [...] [las] revoluciones democráticas, populares y antiimperialistas” (Núñez). Esto no es ajeno al pensamiento de Marx, como se refleja en sus escritos políticos: la respuesta económica y política que propuso para la liberación de Irlanda sigue siendo componente básico de todo proceso de emancipación de los países dependientes. Es a través del análisis del caso irlandés que Marx da un viraje de “indudable importancia teórica y política, en la medida que significó una extensión al conjunto de las capas proletarizadas del mundo del concepto restrictivo de proletariado industrial como único soporte de las transformaciones sociales en un sentido socialista” (Aricó).

   Pero el esfuerzo reinterpretativo debe necesariamente acompañarse de una revivificación de la teoría revolucionaria, sólo posible si la práctica va acompañada de una simultánea investigación y sistematización para superar otra de las limitaciones del punto de partida: el profundo desconocimiento sobre la realidad concreta que se pretende revolucionar. Según Aricó, la necesidad de tal revivificación de sus propias hipótesis teóricas ya estaba señalada por Marx: “Desde fines de la década del sesenta en adelante Marx ya no abandonó su tesis de que el desarrollo desigual de la acumulación capitalista desplazaba el centro de la revolución de los países de Europa occidental hacia los países dependientes y coloniales” (había investigado los casos de China, Irlanda, India, Turquía, Europa oriental y estaba concentrado en el estudio de Rusia en sus últimos años).

   En síntesis, si el siglo XX muestra que las alternativas al sistema capitalista se condensan en los países atrasados de su periferia, es decir, si formas más desarrolladas de la sociedad humana sólo pueden nacer en tales ámbitos, entonces el concepto mismo de “atraso” con toda su connotación negativa debería ser puesto bajo crítica, visto también como aspecto contradictorio del desarrollo capitalista y posibilitador de su revolución superadora, y no como mera rémora precapitalista.

3. LA TRANSICIÓN Y SUS PARADIGMAS

La transición como ruptura

El concepto de transición tiene connotaciones estructuralistas. Supone la situación transitoria de paso de unas estructuras sociales a otras. Si las estructuras que se quiere transformar tienden a reproducirse automáticamente, tanto por procesos internos como externos a las mismas, la transición presupone una ruptura provocada desde el exterior del proceso económico-social. Tal ruptura interrumpe ese proceso de reproducción y posibilita la construcción y sostenimiento consciente de nuevas estructuras sociales, hasta que éstas tienden a su vez a reproducirse automáticamente. Para Núñez: “el proceso de transición se presenta como la ruptura con esta situación, como la voluntad y el esfuerzo práctico de usar el poder político conquistado para negar el orden anterior y establecer las condiciones para el socialismo”. En cuanto a la ruptura mencionada, afirma Löwy que “el punto de partida indispensable es la rebelión popular armada que rompe con el sistema policial-militar del estado oligárquico-capitalista y construye en su lugar un estado de tipo nuevo, apoyado en un ejército revolucionario y en milicias obreras, campesinas y populares [...] Toda tentativa de iniciar un proceso de transición en los marcos del estado burgués con sus estructuras represivas intactas, sólo puede conducir a la derrota de los trabajadores.” Obviamente este planteamiento se refiere no a una transición “natural” –resultado del desarrollo objetivo de las contradicciones en las estructuras de partida-, sino a una transición producto de la acción intencional y organizada de fuerzas sociales, conducidas bajo un proyecto con un fuerte componente subjetivo, de “voluntad política”. 

   Superar el pensamiento estructuralista implica adoptar una visión procesal, según la cual las estructuras sociales son por naturaleza contradictorias, y su reproducción enfrenta tendencias antisistémicas desencadenadas por contradicciones antagónicas en su seno. Pero aún así, tales contradicciones objetivas deben asumir la forma de fuerzas subjetivas para hacer efectivo el cambio que posibilitan. Sin condiciones objetivas, el intento revolucionario sería voluntarista. Pero sin condiciones subjetivas, las contradicciones mantendrían a la sociedad en una crisis, larvada o abierta, sin “resolución”. Esto es así en pequeñas sociedades periféricas, donde las fuerzas externas desempeñan un papel predominante en la reproducción del status quo interno. Por ello también la ruptura de esas ataduras externas es tan esencial. “Pero si bien la transición arranca como una lucha contra las fuerzas externas, implica, a nivel interno, un proceso de proletarización no solamente de la clase obrera sino de la sociedad en su conjunto” (Núñez).

Las bases del proyecto revolucionario

Las fuerzas subjetivas requieren de organización, de una dirección con un proyecto –formalizado o meramente actuado- que ayude a las masas a insurreccionarse eficazmente contra el régimen y luego pasar a constituir el sujeto constructor de una sociedad diferente. Ese proyecto puede basarse en los lineamientos que surgen de la negación de la realidad existente, o de la anticipación de una realidad posible con conexiones visibles con la existente, o bien de la afirmación de las tendencias hacia la nueva socialización ya en germen en la sociedad. Pero otro elemento fundamental, con un peso posiblemente desproporcionado –tal vez justificable por el usual desconocimiento inicial de la realidad que se pretende revolucionar- es el recurso a paradigmas, teóricos o empíricos, vistos como estructuras estáticas o como secuencias predeterminadas de tareas para el cambio. En particular, las experiencias de transición desde el capitalismo periférico han tenido como guía para la acción sistemas teóricos usualmente denominados “teoría revolucionaria”, de vertiente marxista, leninista o maoísta, así como la visión de sociedades contemporáneas que aparecen como la realización de ese paradigma teórico. En cualquier caso, el paradigma económico socialista ha sido –de una u otra manera- predominante entre las elites revolucionarias de la periferia. Por el contrario, el paradigma de la democracia política, o la versión gramsciana de la hegemonía parecían haber tenido escasa repercusión en dichas elites hasta el advenimiento de la revolución sandinista.

Socialismo y democracia

Sin embargo, los contenidos mismos del concepto “socialismo” son hoy materia de discusión dentro del mismo campo revolucionario. Löwy, Bengelsdorf y Saul examinan el legado doctrinario de Marx, Engels y Lenin desde la problemática política. Los tres coinciden en que ese legado es de raíz profundamente democrática y que el concepto de socialismo previo a la existencia de sociedades socialistas así lo reflejaba. Según Löwy, “la democracia no es un problema de ‘forma política’ o de ‘superestructura’ institucional: es el contenido mismo del socialismo en cuanto formación social en la cual los trabajadores, los obreros y campesinos, los jóvenes, las mujeres, en fin, el pueblo, ejerce efectivamente el poder y determina democráticamente las finalidades de la producción, la repartición de los medios disponibles y la distribución de los productos”. Como indica Bengelsdorf, ante la experiencia de la Comuna de París Marx destacaba, como universales, principios que podrían dar forma a una verdadera reabsorción del estado por la sociedad: la sustitución de un ejército permanente por el pueblo armado, la eliminación de la burocracia y elección por sufragio universal de los funcionarios, el derecho irrenunciable a la revocación de sus mandatos por el pueblo, la limitación de los salarios de los funcionarios al nivel de los sueldos obreros. Asimismo, de la lectura de El estado y la revolución de Lenin, emerge “una imagen abrumadora del pueblo organizado por sí mismo, sin intermediarios, asumiendo su propio dominio y la propia defensa de este dominio”. Sin embargo, esta filosofía democrática tendría serias deficiencias en tanto no fue acompañada de propuestas institucionales que permitieran determinar qué tipo de mediación política podía garantizas los objetivos propuestos. En ausencia de un historial de prácticas de transición, faltaba obviamente la referencia a “los enormes y críticos problemas que la sociedad posrevolucionaria enfrentaría” (Bengelsdorf).

   Aunque la doctrina clásica sea profundamente democrática, la práctica de la transición está acechada por el burocratismo estatal y partidario, la concentración del poder en un partido único que tiende a simbiotizarse con el estado y a controlar los sindicatos y otras organizaciones de masas, la predominancia de mecanismos del tipo “revolución desde arriba”, la fetichización del estado, el reduccionismo economicista. Como afirma Marchetti: “La problemática de hoy en día es realmente cómo implementar la posición de Lenin. La no implementación de su posición ha significado una relación bien conocida entre el estado y el partido. La solución a las deformaciones burocráticas del poder estatal y a la corrupción, ha sido ‘la creación de otra burocracia sobrepuesta al aparato de estado: el aparato del partido” (Bahro). 

   El hecho es que la revolución socialista no se produce en los países capitalistas desarrollados, sino en países de la periferia caracterizados por un pronunciado atraso, y en presencia de un poder imperial capaz de crear y mantener fuerzas contrarrevolucionarias, lo que convierte a la agresión externa en un dato estructural de la transición en la época imperialista, y a la defensa en una tarea (no teorizada por los clásicos) de fuerte impacto sobre las relaciones entre estado y sociedad. Pero, como afirma Bengelsdorf, esas realidades “por abrumadoras que sean no pueden explicar por sí solas la condición actual del proyecto socialista en la mayoría de los países que se definen actualmente como socialistas”. En parte, la autora lo atribuye a la “incapacidad [del legado teórico] de reconocer la importancia de los mecanismos e instituciones necesarios para dar forma al impulso y al ascenso democráticos durante la transición”,
  pero va más allá al afirmar que “ha servido de apuntalamiento a modelos para la construcción ‘adecuada’ del socialismo que son fundamentalmente autoritarios”. Pero es evidente que, sean cuales fueran sus falencias por no anticiparse a una realidad por venir, lo que usualmente se conoce como “teoría del socialismo” no es exactamente la que contenía el legado histórico. Por eso se plantea como tarea el “intentar recuperar los parámetros teóricos de la transición al socialismo”. Por lo demás, el mismo método marxiano rechaza la construcción de utopías o modelos socialista a priori, puesto que sólo las condiciones concretas de una situación histórica podrían dar bases sólidas para diseñar instituciones y mediaciones para la transición.

La teoría socialista y la transición en la periferia

Saul se pregunta si es posible que el marxismo se haya convertido en una ideología en sentido negativo (“una distorsión necesaria que oculta contradicciones”) y se contesta que efectivamente eso ocurrió en la Unión Soviética durante el período estalinista, produciendo una versión ‘congelada’ que no ha sido totalmente superada a pesar de los cambios ocurridos. Según la apreciación del mismo autor, ésta es la variante a la que más fácilmente acceden los revolucionarios en la periferia, al ser “difundida por los ‘aliados orientales’ de los socialismos jóvenes a través de numerosos manuales, maestros y asesores ideológicos”. El problema es que, si esa versión se ajusta más a las características de una ideología del estado soviético que a las de una teoría científica abierta a la multiplicidad de realidades de la transición, tenderá a convertir en posición teórica lo que debe entenderse más como la razón de un estado concreto en una fase concreta de su evolución, “exportando” –consciente o inconscientemente- un modelo empírico altamente coherente que deja poco espacio para las innovaciones.

   Como lo resume Saul, el problema es que se ve la transición en el período posrevolucionario “casi exclusivamente en términos del ritmo de expansión de las fuerzas productivas. En este caso, se le asigna un lugar claramente secundario a las otras dimensiones que, podría pensarse, están implicadas en la idea de la transición (la lucha de clases, por ejemplo, o la democratización)”. Esto estaría determinado porque: “El proyecto bolchevique [...] en su preocupación demasiado exclusiva por el aspecto tecnológico del desafío que enfrentaba para lograr el desarrollo [...] de una manera demasiado unilateral comenzó a privilegiar el desarrollo de las fuerzas productivas sobre la preocupación por el carácter de las relaciones sociales de producción dentro de esa dupla marxiana clásica.” Y afirma: “no cabe duda de que en el tercer mundo es más fácil aceptar este tipo de marxismo debido a la conciencia del papel histórico de sus principales protagonistas en la lucha global antiimperialista [...] y a su aparente éxito al superar ciertos aspectos del subdesarrollo. A menudo, estos aliados ganan credibilidad por haber desempeñado un valioso papel de respaldo en la lucha original en pro de la independencia y/o de la revolución.” Pero tal transferencia puede tener otros determinantes menos políticos: en la economía, “el sesgo acumulacionista puede resultar de una posición predominante en las decisiones de técnicos y profesionales de los países socialistas desarrollados quienes, de esta manera, logran defender su posición de clase durante la transición” (FitzGerald). En la comunicación, “los países del socialismo real ofrecen lo que podríamos llamar ‘sistemas llave en mano’; su red de solidaridad y ayuda permite así tener acceso a especialistas que no solamente llegan con su saber sino también con el modelo de organización social [y de poder] que subyace su saber (¿???) (Mattelart).

   Paradójicamente, la enorme diferencia entre la realidad de los pequeños países periféricos, por un lado, y los presupuestos de la teoría general marxista o la realidad del socialismo desarrollado, por el otro, hacen que una práctica crítica de construcción de una sociedad socialista en esos países pueda tener como subproducto una renovación de la teoría revolucionaria. Algo de esto señalan Saul y Marchetti, al adjudicar a los intelectuales revolucionarios de estos países la génesis del denominado “marxismo crítico”. El desarrollo del poder popular y las organizaciones de masas barriales en Cuba, o el avance en la construcción de un pluralismo político en Nicaragua, parecerían ser algunos ejemplos de estas innovaciones. Otra cuestión –no resuelta por el marxismo clásico-, a la que necesariamente se ven abocados los revolucionarios de estos países, es la cuestión nacional, tanto porque estas revoluciones nacen fundamentalmente de movimientos nacionalistas antiimperialistas, como porque –como señalamos más arriba- la constitución misma de la nación suele quedar como una tarea más para la construcción socialista, en muchos casos a partir de situaciones pluriétnicas. En todo caso, Saul afirma que “los revolucionarios más dedicados del tercer mundo han entendido que el marxismo de manual, disponible y transmitido a los jóvenes cuadros que se están capacitando en las escuelas del partido y más generalmente en el sistema educativo, no funciona”.

   Dado que las revoluciones se dan en  países periféricos que se caracterizan por una situación cultural sin una tradición significativa de desarrollo teórico-investigativo, la premisa de que es necesaria la unidad teoría-práctica toma un sentido de urgente búsqueda de teoría revolucionaria o, más concretamente, de teoría sobre la transición. Pero las teorías con ese título de más fácil acceso no parecen ser las más apropiadas para guiar la práctica de estas transiciones, en tanto tienden a reproducir las condiciones empíricas de otras sociedades más que a abrir el abanico de posibilidades de transición desde el capitalismo periférico. Además, se espera de estos procesos que contribuyan significativamente al desarrollo creativo y a la revivificación del marxismo y la teoría revolucionaria en general. Con ese punto de partida, se dan también todas las condiciones como para que el pensamiento marxista se paralice. Lo contrario requeriría una compleja realimentación en un círculo completo: teoría-práctica-eficacia-crítica a la práctica-crítica a la teoría, etc. Queda así abierto el campo para un necesario (y por momentos saludable) pragmatismo político mientras que, paradójicamente, las “escuelas de cuadros” pueden seguir en la reproducción simple de una teoría funcionalista del socialismo como modo de producción, antes que embarcarse en rescatar críticamente otras experiencias comparables y en la reflexión en vivo de sus vanguardias. En esto es importante determinar la responsabilidad por los errores del “manualismo”. Si la teoría desarrollada en los países socialistas centrales es inadecuada para dar cuenta de la realidad de la transición en los pequeños países periféricos es, entre otras cosas, porque esos países no tienen una tradición de ciencias sociales coloniales, la que por otra parte sí tienen los países centrales capitalistas (orientada en la dirección de hacer más férrea la dependencia de la periferia antes que favorecer su liberación). Cabe a los líderes revolucionarios de la periferia discernir entre las teorías disponibles para comenzar la elaboración teórica sobre su propia realidad. La proliferación de los manuales responde entonces, no sólo a la existencia de esos manuales como ideología teorizada, sino también a la adopción masiva de los mismos en una actitud que desdeña, consciente o inconscientemente, otros recursos teóricos más ajustados a la realidad de estos procesos, como finalmente termina por advertirse.

   Por otra parte, la continua repetición de los mismos “errores” en los diversos intentos de transición deberían hacernos pensar que tal vez más que errores se trata de contradicciones necesarias, y que no es posible aprender de los “errores” ajenos, de la misma manera que una burguesía nacional no puede aprender a superar sus crisis a partir de los procesos de otras. En otros términos, el componente subjetivo, consciente e intencional de estas transiciones no debería ser pensado como una “ingeniería social”, sino como proceso, sujeto a un cierto grado de determinismo en sus aspectos medulares. Reconocer esto ayudaría a una evaluación más justa del papel de las vanguardias o conducciones revolucionarias, por un lado, pero también a una mayor modestia de parte de las mismas, pues la materia social no es moldeable a voluntad como por momentos parecen suponer.

La limitación de los “modelos”

Las aprensiones respecto a la propuesta de universalizar determinados modelos de socialismo están presentes en casi todos los autores de este volumen. Para Núñez, “la ideología tiene que alimentarse principalmente de las condiciones históricas concretas del país y del pueblo en revolución, de sus raíces culturales y de la experiencia de la revolución socialista mundial”. Según Löwy “no hay modelos universales para la transición al socialismo fuera de las circunstancias concretas de cada país”. Coraggio coincide al proponer que “a fin de establecer las vinculaciones con lo político, se requiere llevar el análisis al nivel de las fuerzas sociales que están en su base, para lo cual es imprescindible integrar conceptual y empíricamente la realidad de los agentes concretos de la sociedad y sus comportamientos”. FitzGerald va más allá al afirmar, respecto a la esfera que usualmente se supone más sujeta a teorización (la economía) que “no puede haber leyes generales de la transición”.

   Como se señaló más arriba, el punto de partida que presuponían teóricamente Marx y Engels era bien distinto del que históricamente fue la matriz de las revoluciones socialistas. Uno de los efectos de ese cambio en las premisas históricas es que las banderas del programa socialista pueden mantenerse formalmente, pero –incluso si se instrumentan- su significado modificarse por el contexto en el que se dan. Por ejemplo, “la nacionalización de toda la tierra ha surgido en una circunstancia muy diferente a la contemplada por Marx. En vez de eliminar una traba a la producción capitalista, la nacionalización frecuentemente ha sido una reivindicación de los sistemas de tenencia precapitalista” (Deere). Por otro lado, la práctica de la transición puede obviamente modificar los principios programáticos enunciados por los clásicos en uno u otro sentido. Un ejemplo de esto parece ser la tendencia que Deere marca, según la cual “la mayoría de los países del tercer mundo en transición al socialismo, con la excepción importante de Vietnam, ha ido por una ruta diferente (al legado histórico de los clásicos), priorizando la producción agrícola estatal”. En referencia expresa a la Unión Soviética, esto implicó un viraje tardío: “Solamente a finales de los años cincuenta se hizo hincapié en la construcción de un sector conformado por fincas estatales, consideradas como la ‘forma más alta de la agricultura socialista’, la cual forma parte del legado estalinista pero no del legado de Marx, Engels o Lenin sobre la cuestión agraria.” Que el socialismo de los clásicos no puede ser identificado con estatización es también planteado por Thomas: “La nacionalización, que crea la propiedad estatal a la vez que deja las relaciones sociales del neocolonialismo y sus formas de apropiación y explotación sin modificar, no es un cambio básico en las relaciones que gobiernan la producción. La propiedad social requiere el dominio de las formas sociales de apropiación y la exclusión de la explotación del trabajo de otros.”

   Si el concepto de socialismo no queda unívocamente determinado, otro tanto ocurre con el de democracia. Si consideramos la posibilidad de un paradigma organizado alrededor del concepto de democracia, Hinkelammert nos remite a cuatro clásicos del pensamiento sobre la democracia: Locke, Rousseau y nuevamente Marx y Lenin. Para este autor “todas las teorías de la democracia terminan designando las relaciones de producción como el principio jerarquizador del conjunto de los derechos humanos”. Pero mientras la teoría burguesa parte del derecho a la propiedad privada como principio jerarquizador de todos los derechos humanos, la socialista pone en ese lugar la satisfacción de las necesidades. “Una teoría de la democracia es una teoría del poder político del estado que, al tomar opciones, legitima el poder político de un estado específico y que, al hacerlo, legitima las relaciones sociales de producción a partir de las cuales dicho estado jerarquiza los derechos humanos.” Esto explicaría por qué los movimientos por los derechos humanos, que utilizan como principio de jerarquización la vida humana inmediata, no responden a la lógica política ni tienen una teoría propia de la democracia, aspirando más bien a la neutralidad política. Pero la eficacia de la acción para vencer al imperialismo sigue necesariamente descansando en la práctica directamente política. Por ello, la teología de la liberación ve en Nicaragua una posibilidad inédita, al darse de hecho una convergencia entre los principios levantados por esta revolución en el poder y los propios, cuando lo usual es que la lucha debe ser dada contra la voluntad de los poderes estatales.

   Pero sería erróneo suponer que la cuestión se reduce a adoptar un modelo u otro, como paradigma cerrado y completo que se impondría coherentemente en todas las prácticas de la sociedad en transición. Como propone Mattelart, las sociedades en transición están atravesadas por lógicas y modelos contradictorios, todas con cierto fundamento material, y no necesariamente asociadas cada una a determinadas fracciones o grupos: “a menudo el mismo individuo, el mismo grupo, lleva dos lógicas contradictorias”. Así, la lógica de la guerra de agresión tiende a imponer un modelo de comunicación centrado en la propaganda, mientras que la apertura de espacios democráticos impulsa una comunicación dialógica. Marchetti plantea la lógica de una guerra del pueblo contra el agresor, pero también está presente la lógica de una defensa profesional ante la sofisticación del equipamiento de las fuerzas contrarrevolucionarias; una más política, otra más estrictamente militar. Deere muestra para diversos casos de transición los vaivenes en la articulación entre una lógica de socialización basada en la estatización y otra centrada en la cooperación campesina. Baumeister y Neira plantean una profusión de perspectivas coexistentes en el estado revolucionario nicaragüense (desarrollistas, campesinistas, estatalistas, populistas, circulacionistas, etc.), pero además agregan un aspecto importante cuando extienden la cuestión al conjunto de modelos o paradigmas que organizan las expectativas y orientan las acciones no sólo de la vanguardia sino de otros sectores. Así, según su apreciación, en el momento de la revolución en Nicaragua, la vanguardia habría tenido a Cuba como principal referente, las capas medias y la burguesía a Costa Rica y, por su parte, las masas definirían sus expectativas de vida “con relación a otros sectores de la sociedad” o por referencia a “algún pasado real o imaginario, donde la opresión del terrateniente o del capital no existía”.

   En resumen, si el proceso de transición mismo es de desarrollo necesariamente desigual, la problemática del paradigma no puede resolverse de manera unívoca y absolutamente coherente –salvo situaciones extremas de imposición dogmática de un modelo a la realidad-. Justamente es en esta dificultad para hallar un modelo, y en la necesidad de ganar eficacia en la consolidación y desarrollo de un proceso revolucionario asediado por el imperialismo, que se cifra la esperanza de que estas experiencias rechacen el dogmatismo de fórmulas supuestamente universales del marxismo y lo rejuvenezcan por su práctica y la reflexión sistemática sobre la misma.

La contribución teórica de la periferia

Pero no se trata de partir de lo empírico. Tiene sentido volver a los fundamentos teóricos de la revolución anticapitalista –tomando muy en cuenta las tendencias que ya estaban operando en el pensamiento de Marx y de Lenin, y la renovación teórica y doctrinaria a que dio lugar la crítica del estalinismo- incorporando además los avances científicos que se han producido en más de medio siglo que no pueden ignorarse. En los países de la periferia capitalista han surgido desarrollos teóricos importantes en muchos campos, que permitirían dar una mejor fundamentación a la práctica de la transición, aunque en buena medida sufren de la debilidad congénita de haber sido gestados en ámbitos académicos o con relación a la política de oposición al régimen burgués, más preocupada por demostrar la injusticia y la inevitabilidad de la caída de éste que por entender su funcionamiento interno, sus formas de articular la compleja realidad de estos países. Como señala Marchetti: “los antiguos modelos del proletariado industrial como la fuerza dirigente y la vanguardia como su representante político dentro de una dictadura del proletariado no tienen validez para las transiciones al socialismo que se dan en los pequeños países de la periferia”. Pero también es absurdo, en los años ochenta, seguir apelando a la categoría de “feudal” o “semi feudal” para el análisis de la especificidad de las sociedades periféricas atrasadas, o seguir pretendiendo que toda la conflictualidad social (y sus portadores) es reducible a la lucha de clases en estas sociedades. Por ejemplo, Molyneux deja sentado que los “países socialistas que adoptan la teoría marxista [...] comparten un enfoque que vincula la opresión del género con la opresión de clase y la creencia que solamente se puede lograr la emancipación de la mujer con la creación de una nueva sociedad socialista y con un mayor desarrollo de la capacidad productiva económica”. Asimismo, mucho hay que hacer en la teoría política con referencia al tipo de procesos que aquí nos ocupan. Como señala Coraggio: “las teorías políticas suelen estar pensadas para sociedades ‘cerradas’, o con una dependencia política externa mínima, y suponen además la ausencia de una confrontación militar permanente con fuerzas externas”. O, como afirma Fagen, las teorías de la legitimidad no abarcan “las bases revolucionario-colectivas de la autoridad (y por lo tanto de la legitimidad) en la mayoría de los casos posvictoria de transición”.

Nicaragua y América Latina

En América Latina contemporánea, en particular, se dan además tres condiciones que obligan a revisar el horizonte paradigmático: por un lado, la presencia de poblaciones indígenas, más o menos integradas, pero con una gran fuerza cultural, pone una valla importante a las concepciones racionalistas que implica el marxismo y su correspondiente praxis revolucionaria. El rechazo puede además tomar la forma positiva de movimientos mesiánicos, articulados o no con la particular interpretación que del cristianismo hacen esas naciones etno-campesinas. Esto va acompañado de un acentuado sentimiento anti estatista que no desaparece cuando se pasa a un estado revolucionario que pretende rápidamente completar la tarea de la integración del estado-nación inacabada por la burguesía. El intento de la revolución nicaragüense de dar una respuesta nueva a la reivindicación por la autonomía de los grupos étnicos, inspirada en los valores revolucionarios pero también en la resistencia étnica a otra concepción de la relación estado/sociedad/nación puede marcar una época dentro del movimiento revolucionario.

   Además, en Iberoamérica –ex colonia de reinos católicos- se da con fuerza una verdadera revolución teológica, bajo el nombre de teología de la liberación, “que reordena el mundo mítico-religioso de la tradición cristiana del continente” (Hinkelammert). Según este autor, los movimientos de comunidades cristianas de base vendrían a coadyuvar a una transformación de las relaciones sociales de producción en el sentido de una lógica de las mayorías”, uno de cuyos fundamentos puede hallarse en la larga tradición del cristianismo “de subordinación de toda la institucionalidad a la satisfacción de las necesidades concretas de todos los seres humanos, la cual se expresa por el derecho fundamental del todos al usufructo de la tierra”. Pero además esa lógica “implica un tipo de participación social que [...] adquiere un significado especial: es el lugar para recuperar los valores en los cuales se basa la lógica de las mayorías”. Un modelo profundamente popular de participación, enraizado a través de la construcción de un sentido común que parta del mundo místico real de las masas etno-campesinas, combinado con la eficacia de una lucha política orientada por una ciencia social marxista que reconozca el funcionamiento global del sistema imperialista y las vías para enfrentarlo en su propio terreno, pueden producir, en este sub-continente, novedades importantes para el campo socialista. Tal vez, de esa conjunción, se deriva otra explicación de la trascendencia que tiene la revolución de Nicaragua, para la cual “entre cristianismo y revolución no hay contradicción”.

   A esto se agrega un tercer elemento. La brutal represión instrumentada por los regímenes de seguridad nacional, pero dirigida por instancias del gobierno norteamericano contra pueblos que tradicionalmente habían experimentado instituciones formalmente democráticas, con un desarrollo importante de sus sociedades civiles (Argentina, Brasil, Chile, Uruguay), ha producido, como reacción, una corriente de pensamiento que –rechazando la revolución armada- plantea la necesidad de una “transición a la democracia”. Se da entonces una aparente oposición entre la lucha por la democracia y lucha por el socialismo, que deberá ser zanjada en el trabajo teórico-ideológico, pero también con la práctica efectiva de la necesaria lucha antiimperialista de estos pueblos. En ese sentido, finalmente, Nicaragua plantea la propuesta de que entre democracia y socialismo no hay contradicción, y que una revolución gestada por la vía armada puede construir un sistema pluralista y una democracia auténticamente popular, sin desdeñar las instituciones del sistema representativo.

4. EL SUJETO REVOLUCIONARIO

Clase, partido y estado

Las situaciones de transición, como se planteó en el punto anterior, tiene un componente procesal, como desarrollo objetivo de contradicciones, pero también tienen un alto componente subjetivo, de dirección de la sociedad según un proyecto de transformación más o menos explícito. En este sentido, es pertinente la pregunta por el “sujeto” de esa transformación, tanto como fuerza dirigente como desde el punto de vista del diseño e instrumentación del proyecto. Y en esto la contraposición entre participación efectiva de las masas y centralización es una cuestión recurrente en la transición.

   Paradójicamente, como plantea Marchetti: “el mito sobre la necesidad de conducción proletaria constituye uno de los obstáculos más serios a la participación popular”. En sociedades caracterizadas por la ausencia de un proletariado industrial comparable al del capitalismo central, esto es aún más complejo. Núñez plantea la diferenciación entre el “proyecto histórico” proletario (anticapitalista, socialista) y el “sujeto político” que efectivamente asume y dirige ese proyecto (los “revolucionarios”, dedicados a vanguardizar el cambio) usualmente bajo la forma de partido u organización político-militar. En cuanto al origen de clase de esta vanguardia, es usualmente heterogéneo, con una alta proporción de miembros de la “tercera fuerza” (la pequeño-burguesía). Pero lo que determinaría el carácter de la revolución no sería el origen social de quienes la dirigen sino la naturaleza del proyecto asumido. En este sentido, constitución del sujeto revolucionario y conformación del proyecto pasan a estar íntimamente vinculados como proceso. Pero esta visión es limitada si no tiene en cuenta el momento de la instrumentación, es decir, las fuerzas subjetivas que van a asumir las tareas revolucionarias y a desarrollar, en el proceso de confrontación del proyecto con la realidad, su conciencia política y social, así como su capacidad para participar críticamente en el diseño mismo del proyecto social revolucionario.

   Para Núñez está clara “la necesidad de organizar la sociedad e instrumentar el proyecto revolucionario [...] a través de estructuras de mediación, como son el sujeto político que expresa los intereses populares y concentra la dirección del movimiento (la vanguardia o el partido) y el aparato de coordinación y control de los asuntos económicos de la sociedad (el estado)”, donde el estado “concentra los intereses particulares de las diferentes clases de acuerdo al orden y prioridad del movimiento en su conjunto”. En esta “división del trabajo entre la vanguardia, el estado y las masas”, se abre la posibilidad de una “contradicción vertical entre la sociedad civil (clases sociales) y la sociedad política (el estado y el partido)” donde “la primera pone el énfasis en reivindicar las necesidades inmediatas de las masas; la segunda en las necesidades del movimiento en su conjunto”. ¿Por qué razón puede ser necesario que la clase o clases cuyo proyecto histórico define la línea revolucionaria tengan un “albacea” que represente sus intereses, incluso en contradicción con su propia percepción de los mismos? Molyneux plantea para el caso de la mujer algo que podemos extender a todos los sectores populares y al proletariado en particular: “no se puede dar por supuesta la relación entre lo que hemos llamado intereses estratégicos del género, su reconocimiento y el deseo de realizarlos por parte de la mujer”. Y avanza: “ello no se debe solamente a la ‘falsa conciencia’ [...] sino al hecho de que esos cambios realizados de manera gradual podrían amenazar los intereses prácticos y su transformación en intereses estratégicos, con los cuales las mujeres pueden identificarse, lo que constituye un aspecto central de la práctica política feminista.” Se hace evidente la necesidad, para la práctica política, de una conceptualización teórica sobre el interés general y los intereses particulares, tema poco o nada tratado por una teoría que se concentró en el gran movimiento histórico de la humanidad y que ha dejado al comportamiento humano relativamente fuera de su campo de estudio.
 

   Esa contradicción entre el “movimiento general” y los intereses prácticos o inmediatos de los distintos sectores sociales tiene una necesaria implicación, acentuada en los pequeños países periféricos que intentan la transición bajo ataque imperial: ”la transición no puede ser placentera y algún nivel de coerción estatal estará presente” (Marchetti). En la separación entre sociedad política y sociedad civil está, larvada, la posibilidad de una relación autoritaria, del verticalismo de una “revolución desde arriba” –en nombre de un proyecto proletario o popular y de la eficacia que requiere la consolidación del poder revolucionario. Según Saul, Marx no contemplaba la posibilidad de fuertes contradicciones entre el partido y la clase, porque confiaba en que el                                                                                                            capitalismo iba a desarrollar un proletariado capaz de alcanzar rápidamente una conciencia para sí. Pero como plantea el mismo autor: “los marxistas que le siguieron, tanto en el tercer mundo como en los países capitalistas, han tenido que enfrentar una realidad más compleja: urge un liderazgo a fin de trascender las limitaciones de la acción de clase espontánea existente y de facilitar, así como enfocar, la conciencia revolucionaria de clase. Sin embargo, las tentaciones de este liderazgo de sustituir a las clases populares en formas negativas también es una de las características más evidentes del ‘socialismo real’.” Esto es tanto más fácil cuando se tiene un punto de partida como el señalado en el inciso 2.

La autoconstrucción del sujeto: principios y realidad

Urge entonces la construcción de un sujeto histórico existente sólo en germen, cuyo proyecto histórico o estratégico está basado en paradigmas asumidos por elites fundamentalmente de origen pequeño-burgués. Pero, siguiendo la tradición marxista, debería en realidad ser una “autoconstrucción” (Núñez). Esto “significa que el proletariado tiene que liberarse a sí mismo: sólo por su propia acción autónoma como clase, por su propia práctica revolucionaria pueden los trabajadores comprender la necesidad de un cambio radical de las condiciones sociales y, a la vez, implementar efectivamente ese cambio” (Löwy). ¿Cómo lograr esta autoconstrucción por la propia práctica si se da una división del trabajo entre partido, estado y organizaciones de masas por la cual estas últimas deben seguir las líneas trazadas, bajo la forma de tareas coyunturales –siempre cambiantes y contradictorias con sus intereses inmediatos- por parte del partido y el estado? Tal contradicción es necesaria, puesto que los intereses inmediatos están históricamente determinados y mientras no se produzca una nueva y estable configuración de relaciones de producción, seguirán reflejando el pasado en proceso de comenzar a transformarse. Pero, por otro lado, organizaciones como los sindicatos “sólo pueden cumplir estas tareas si tienen la confianza de las masas obreras y campesinas, si son su expresión democrática y defienden con independencia sus aspiraciones inmediatas y concretas” (Löwy) ¿Cómo ganar esa confianza si “el interés económico inmediato prima en condiciones de difícil reproducción” y a la vez se exige –en aras del orden revolucionario interno, y de las alianzas de clase que requiere un proyecto nacional antiimperialista- que se congele la lucha de clases en términos tradicionales -reivindicaciones económicas, el recurso a la huelga, el boicot productivo, etc.- y si, por otra parte, el estado, que tiende a convertirse en mediatizador de todas las reivindicaciones, no está en capacidad de responder, dado el punto de partida y los costos de la defensa militar? (Coraggio). La autonomía de las organizaciones de masas respecto al estado es un tema recurrente, como lo es el burocratismo latente en todo proceso de transición. Si devienen “una mecánica cadena de transmisión del partido o un simple instrumento estatal, se transformarán en aparato burocrático sin credibilidad popular y sin contenido democrático efectivo” (Löwy).

   Todos estos planteamientos de principios, que corresponden al legado profundamente democrático de los clásicos del marxismo, chocan, sin embargo, con la realidad de los países atrasados de la periferia capitalista. ¿Cómo construir un estado revolucionario a partir del atraso, la corrupción y el burocratismo de funcionarios que no pueden ser simplemente reemplazados en un país sin profesionales y técnicos, máxime cuando se encaran nuevas y masivas tareas en la transición? Marchetti nos indica que “la lucha contra la burocratización tiene otro aspecto fundamental: la ausencia de privilegios materiales directos (salarios) o indirectos (automóviles, vivienda, tiendas especiales) para los dirigentes, cuadros políticos del partido y del estado”, pues estos privilegios favorecerían “de manera determinante la cristalización de la capa burocrática”. ¿Cómo cumplir con el principio de la Comuna de París en una sociedad abierta al drenaje natural de cerebros hacia la metrópoli, en la que los recursos técnicos y empresariales del sector privado nacional y extranjero tienden a acelerar su salida, y en la que las posibilidades de corrupción ilícita aumentan con la creciente intervención del estado en los mercados? Si la pequeña burguesía encuentra “más fácil el escritorio que la vida dura en un barrio popular o aun peor en el campo” y “en el afán de crear el aparato se eluden mayores modificaciones en la antigua división del trabajo” (Marchetti), ¿cómo controlar –manteniéndolas a la vez- estas capas sociales al servicio del proyecto proletario? Que la clave está en la relación entre estado, partido y organización de masas, resulta a la vez obvio y demasiado abstracto. Porque el intento del partido de hacerse cargo del control del estado puede terminar burocratizando al mismo partido. Para Marchetti, hay que sustituir el polit-buró por un “masas-buró”, por un control al estado desde abajo. Pero las organizaciones de masas mismas deben ser conformadas y desarrolladas, y esto también aparece como un problema a resolver por la vanguardia, que tiende a ocupar sus cúpulas, para garantizar la dirección “correcta”.

Vanguardia, participación y pluralismo

Todos los autores de este libro coinciden en que la clave está en una auténtica participación popular en todas las actividades fundamentales del país. Núñez y Marchetti cifran una gran esperanza en la incorporación masiva de la juventud como fuerza social cuya vocación revolucionaria sería más fácil de desarrollar, por la convergencia entre sus reivindicaciones de emancipación y las necesidades del proyecto revolucionario. Coraggio afirma que una relación dialógica entre dirección política y masas puede contribuir significativamente a resolver el problema de la falta de conocimiento sobre la realidad que se quiere transformar. Marchetti señala un aspecto contradictorio de esta relación: “sin participación verdadera no se pueden desarrollar nuevos activistas y sin activistas es extremadamente difícil expandir la participación real”. Sin esa relación dialógica, los “agentes de cambio” tienden a enfrentar los problemas ejerciendo el poder para improvisar nuevas estructuras o instituciones, o tomar decisiones de gran envergadura desde sus posiciones en el estado, cuyas consecuencias no se anticipan correctamente, obligando posteriormente a la rectificación, a volver a “lo viejo conocido”. Esto tiende a erosionar la legitimidad de una dirección revolucionaria que enfrenta ahora la tarea de gobernar la nación, tarea que tiene criterios de eficacia muy distintos a los que guían la lucha político-militar. Para tomar sólo un aspecto de la participación, Deere señala que “lo desalentador de este estudio es que, según parece, ninguno de los países en transición al socialismo en el tercer mundo ha logrado éxito en la administración participativa”, y que incluso se han sustituido estructuras participativas eficaces por otras no aceptadas por sus destinatarios (ujamaa en Tanzania). Esta perspectiva es compartida por Fagen, cuando observa que en la política de la transición la movilización popular a menudo tiene que sustituir los recursos económicos y de organización que escasean. Y advierte sobre la posibilidad de sub-utilizar al pueblo al ligarlo demasiado instrumentalmente a lo que –desde el punto de vista de los técnicos- aparecen como limitaciones objetivas impuestas por falta de recursos financieros o materiales. 

   En el trasfondo de esta problemática parece estar la concepción de la infalibilidad de la vanguardia, la espera por la “línea” desde arriba que caracteriza a muchos miembros del partido o del estado, reforzando un modelo verticalista acuñado en largos años de lucha clandestina, que impide “la comunicación horizontal susceptible de contradecir la idea tradicional del partido como vanguardia de las masas” (Mattelart). La trágica experiencia de Granada apuntala la idea de Löwy de que “para que el partido pueda desempeñar su papel de fuerza dirigente reconocida por las masas, es importante que constituya un ejemplo de democracia interna”. Pero si la democratización depende de la voluntad política de la misma vanguardia, quedaría contradictoriamente librada a la evolución de una voluntad tentada por el centralismo. Esto hace necesario institucionalizar mecanismos de control efectivo del ejercicio del poder revolucionario, que superen las formas de participación pasiva. Uno de ellos, consecuente con el principio del poder popular, es que los diversos sectores del campo popular puedan organizarse y ejercer un papel como fuerzas sociales en la determinación de objetivos y vías específicas de acción, contradiciendo, si es preciso, líneas propuestas por la burocracia del estado o el partido. Esto entra dentro del legado histórico de Lenin. “Como gobierno democrático, no podemos descuidar la decisión de las masas, aunque estemos en desacuerdo [...] que ellos mismos decidan sobre todos los problemas y arreglen sus propias vidas” (citado por Deere).

   Otra condición, no característica del modelo predominante de dictadura del proletariado, es incorporar el pluralismo como condición de legitimidad del sistema político. La organización revolucionaria debe así mantener y desarrollar el consenso popular activo basado en su práctica política y no puede considerarlo garantizado sólo por la justeza de sus intenciones. Esto significa permitir “la libre organización de todos los partidos políticos que respetan la legalidad revolucionaria [...] la libertad de expresión y la libertad de prensa” (Löwy). El pluralismo implica que exista una efectiva competencia política, lo que en Nicaragua se ha definido como una verdadera “opción al poder”. La relación entre pluralismo inter-partidario y pluralismo en el interior del partido revolucionario hegemónico no es simple. En efecto, bajo la tensión de la competencia política puede considerarse más peligroso el desarrollo de líneas internas al partido revolucionario, con lo que la democratización del sistema podría incidir negativamente en la democratización del partido de vanguardia. Esto tiene un aspecto que suscita la mayor preocupación de las corrientes socialdemócratas: se trata de la posibilidad de la alternabilidad en el poder. Esa posibilidad es difícil de institucionalizar en las primeras fases de una revolución asediada por una contrarrevolución armada, en condiciones de crisis económica, no sólo de acumulación, sino de reproducción elemental de la sociedad. Como indica Coraggio, “la competencia política [...] deja abierta la posibilidad para la crítica demagógica de los partidos de oposición, en la pretensión de capitalizar el descontento generado por la difícil situación económica”. Fagen sugiere que el dilema es delicado: silenciar el disenso es contraproducente con la legitimidad del estado revolucionario, pero permitir el conjunto completo de libertades liberales clásicas puede favorecer un balance a favor de aquellos que están contra todo cambio.

Estado y sociedad civil

Pero si se argumentara que el pueblo será incapaz de optar libremente por la opción que plantea una auténtica revolución popular, habría también que pensar que el estado puede ser incapaz de adelantarse correctamente a la sociedad civil, que su desarrollo acelerado favorece la corrupción de sus funcionarios, y también habría que plantear la posibilidad de que la vanguardia no pueda dirigir con sabiduría y espíritu autocrático las transformaciones de la sociedad. Para superar estas especulaciones, es necesario pensar en la transformación como un proceso de masas, articuladas por un proyecto revolucionario que reconoce la objetividad de los intereses y puntos de partida inmediatos de los diversos grupos y sectores de la sociedad. Sin una relación dialógica entre masas y vanguardia, que socialice y critique las experiencias que se van acumulando en la transformación, no se constituirá efectivamente un sujeto revolucionario capaz de enfrentar todas las dificultades de la transición desde la periferia capitalista. Plantear que las sociedades que nos ocupan tiene que pasar por ciertas etapas predeterminadas bajo dirección estatal –primero el desarrollo de las fuerza productivas posponiendo reivindicaciones económicas, luego la transformación de las relaciones de producción y la satisfacción de necesidades, finalmente la democratización política- puede condenar al estado a perder el consenso popular y a tener que recurrir a la coerción para sostener el poder revolucionario hasta tanto se cubra la primera y difícil etapa. A eso apunta precisamente el imperialismo, intentando debilitar las bases económicas del consenso político de la revolución.

   Si la pequeño-burguesía es la clase de la que salen los “cuadros políticos” que van a hacer del cambio social su oficio (Núñez), sería incomprensible que se pueda negar a los trabajadores, a las mujeres que se han hecho históricamente cargo de hacer sobrevivir sus familias, a quienes tomaron parte en la insurrección contra el régimen, al pueblo en general, la responsabilidad de tomar decisiones y, por último, de equivocarse y aprender de sus errores, como lo hacen todas las vanguardias conocidas. Es imposible probar –teóricamente o con base en las experiencias acumuladas- que el aparato burocrático del estado puede anticiparse a la sociedad civil con una eficacia global superior en el proceso de revolución social. Si se puede concebir un estado revolucionario, también puede concebirse una sociedad civil revolucionaria, capaz de auto transformarse y de transformar al estado.

   La premisa histórica de las teorías revolucionarias era que la sociedad civil, en su desarrollo como sociedad de clases, debía necesariamente producir un estado que expresara y mediara sus contradicciones antagónicas, pero que terminaría por autonomizarse peligrosamente, y la revolución iba a venir desde la sociedad civil misma a romper con esa excrecencia política, reabsorbiendo al estado. Si tomamos el caso de América Latina, ésta tuvo desde su origen un proceso de constitución diverso, donde los estados precedieron y configuraron a las sociedades, a partir de la disgregación del sistema colonial ibérico. Por tanto “la dimensión estatal fue siempre una dimensión extraordinariamente fuerte en América Latina”, lo que explicaría la gran difusión del leninismo: “frente a las concepciones socialistas anteriores [...] privilegiaba el problema del poder [...] planteaba la posibilidad del socialismo a través de los mecanismos de la conquista del poder”, tarea que, en ausencia de una clase trabajadora suficientemente politizada y fuerte, recaía en un partido que de hecho propugnaba un socialismo de estado. A partir de estas consideraciones suyas, se entiende por qué Aricó avanza la hipótesis de que América Latina es un “continente leninista”.

   Pero la experiencia de las revoluciones socialistas en países atrasados hace pensar que debe evitarse reiterar mecánicamente el modelo de “revolución desde arriba”, recuperando la concepción original de la revolución. Ante un estado capitalista dependiente y subdesarrollado, claramente instrumento de una clase o fracción en sí misma atrasada (burguesía compradora, oligarquía), una revolución armada puede acabar con el aparato represivo y ocupar la cúspide de la administración pública, pero con ese punto de partida está lejos de poder revolucionar la sociedad civil, que puede resistirse con éxito en ausencia de represión. Es necesario, entonces, que la revolución armada cree las condiciones para iniciar la revolución de estas sociedades desde abajo. Una vez liberada de la represión capitalista, una sociedad civil vital y una sociedad política pluralista y profundamente popular y democrática podrían, no sólo auto transformarse, sino producir una verdadera revolución cultural en el estado, configurándolo conscientemente de acuerdo a las necesidades de desarrollo de una sociedad regida por la lógica de las mayorías. Está claro que la nueva sociedad no podría surgir –en las condiciones de inserción internacional y estructura económica periféricas, y bajo el dominio del imperialismo que impide la autodeterminación- como resultado del mero procesamiento “natural” de las contradicciones de la sociedad civil. Por el contrario, requiere ser construida desde las bases, desde organizaciones de masas autónomas del estado, articuladas políticamente por una dirección común en lo que de hecho significaría una reabsorción parcial del estado por la sociedad civil. Y esto requiere un proyecto estratégico popular, ampliamente discutido y asumido por unas masas que van dejando de ser tales para constituirse como pueblo organizado, consciente de su ser como nación. Si para una perspectiva burguesa (o de la historia escrita por la burguesía) la cuestión nacional es identificada con el surgimiento de una burguesía nacional con un proyecto propio capaz de concitar el consenso de la sociedad en su conjunto, desde la perspectiva socialista esa cuestión es la de la constitución del pueblo como sujeto con un proyecto hegemónico de orden nacional.

Las bases sociales del sujeto popular en la periferia

¿Qué tan válidas son estas consideraciones para formaciones sociales en las cuales el proletariado no es la clase predominante, y la estructuración en clases es sólo parcial, con otros determinismos operando con igual o mayor eficacia en la agregación social (etnias, formas comunitarias de intercambio de trabajos, regionalismos, grupos religiosos, clanes o familias, etc.) sin llegar a constituir procesos sujetos a leyes conocidas, comparables a las planteadas para una sociedad de clases? Parecería que para estas formaciones periféricas debe ser revisada toda la estructura teórico-metodológica de la revolución, planteada sobre la base de la lucha de clases y la selección a priori del proletariado como la clase que objetivamente puede asumir la hegemonía de un proyecto anticapitalista. Sin embargo, esto no es tan así. Lo que es necesario es evitar una lectura de la teoría general del desarrollo capitalista como si correspondiera a una formación nacional. En tanto se reconoce el carácter mundial del sistema capitalista, y el correspondiente carácter desigual del su desarrollo interno, la definición teórica del sujeto revolucionario homogéneo que emanaba de El capital debe ser revisada.

   Si, tanto en Rusia como en la periferia en general, la revolución socialista ha dependido del apoyo campesino y si en los momentos de insurrección suelen mostrar su gran vitalidad e iniciativa tanto grupos indígenas como lo que la teoría de las clases sociales definió como “lumpenproletariado” urbano, entonces la afirmación de Núñez, refiriéndose a corrientes reduccionistas dentro del marxismo, debe ser política y teóricamente tomada en cuenta: “primero nos dijeron que no se podía hacer la revolución en estos países, ahora se esfuerzan en demostrar que no es proletaria”, lo que atribuye a la incapacidad para “ver lo proletario en lo popular”. Pero aquí aparece una difícil contradicción: para evitar los excesos de poder de las elites revolucionarias de origen pequeño-burgués es necesario liberar las fuerzas políticas e ideológicas del conglomerado social que conforma un país, abrevando en la cultura popular. Pero a la vez, esa cultura popular, resultado de culturas ancestrales expuestas al colonialismo y al cristianismo, de siglos de resistencia a las diversas formas de explotación y dominación externa, no parece capaz de producir, en sí y de por sí, unas formas de organización, un proyecto social capaz de hegemonizar a otras fuerzas sociales, y por lo demás, el concepto moderno de nación, inseparable del concepto de estado-nación, les es ajeno.

   Aparece entonces la necesidad de una estructuración y articulación de esa corriente magmática popular por parte de una organización política. Como plantea Hinkelammert, cualquier reordenamiento del mundo mítico de las masas debe responder a nuevas relaciones de producción afirmándolas en su validez y legitimidad, dando así eficacia política a las ideologías populares. Pero nos advierte que “este reordenamiento del mundo mítico no se da por manipulación [...] aparece como respuesta crítica a una situación social existente y solamente adquiere vigencia social si surgen relaciones sociales de producción a las cuales corresponden o pueden corresponder”. Es evidente entonces, que para acelerar el parto de la historia, que aparentemente nunca se daría en la periferia por la vía del desarrollo natural de las relaciones económicas, es necesario que una organización política reconozca ese mundo mítico y –sin manipulación- lo vaya conectando con el sentido de las relaciones de producción todavía en construcción, de las nuevas formas de socialización de la economía y del poder político. Si esas formas corresponden a una lógica de las mayorías, la experiencia comunitaria será un componente vital de su desarrollo en la sociedad política y en la sociedad civil. “Implica un tipo de participación social que siempre permita volver a experimentar esta vida en comunidad, en la cual se pueda mantener la vivencia de los valores que la inspiran. La participación adquiere, por tanto, un significado especial: es el lugar para recuperar los valores en los cuales se bese la lógica de las mayorías” (Hinkelammert). La recuperación de la cultura popular incluye potenciar –y ciertamente no avasallar- algunas formas de producción y reproducción que han sabido defender de la aplanadora capitalista. Así, “una de las consecuencias más graves del subdesarrollo y la dependencia es la difundida falta de confianza que tienen los líderes del tercer mundo en la capacidad del pueblo para manejar su medio ambiente [...] Como sustituto hemos tenido o preferencias arcaicas por la vida rural tal como es ...o un impulso hacia el control estatal de las actividades existentes” (Thomas).

   En otros términos, la conclusión sería que es necesario pero no suficiente que exista una organización política o político-militar que dirija las fuerzas sociales hacia la destrucción del aparato represivo estatal, y que plantee un proyecto de transformación de las relaciones sociales de producción. Esa organización no puede separarse de sus bases sociales, urbanizarse, burocratizarse, autonomizarse del movimiento general posible de su pueblo. En esto, la democracia participativa –en la gestión económica, en el ejercicio del poder político- aparece como condición de posibilidad de una democracia socialista, que más que punto de llegada es proceso de construcción de la nueva sociedad. Si las fuerzas dirigentes identifican la resolución de la cuestión nacional con la constitución de un pueblo-sujeto de su historia, heterogéneo pero sin contradicciones antagónicas que frenen su desarrollo, su papel se cumplirá con máxima eficacia cuando, como planteaba Amílcar Cabral, se auto suiciden como clase pequeño-burguesa. Si, en cambio, confunden nación con estado, y socialización con estatización, y la participación popular adquiere modalidades formalistas para acompañar el poder de las minorías de vanguardia, las posibilidades de una auténtica autodeterminación nacional serían bloqueadas, pues no puede concebirse autodeterminación sin soberanía popular, única fuente del poder capaz de confrontar las poderosas fuerzas del imperialismo.

5. LA RESPUESTA IMPERIALISTA: AGRESIÓN EXTERNA

La agresión imperialista como constitutiva de la transición

Todos los intentos de autodeterminación por la vía revolucionaria han encontrado de parte del imperialismo la misma respuesta: la agresión ideológica, económica y militar. La transición aparece así como un proceso siempre contextuado por la matriz del imperialismo. Dado que “...la contradicción global que sufren nuestras sociedades es la contradicción con el imperialismo norteamericano...” (Núñez), el intento de superar esa contradicción proponiendo una socialización diversa a la capitalista generará una reacción necesaria del centro dominante, por la cual la transición “...se desarrolla en dialéctica con su enemigo imperialista y la primera fase de esta dialéctica es militar” (Marchetti). El análisis de los procesos de liberación nacional sugiere que además se da una tendencia a la internalización de esa contradicción (o bien que la agresión externa es una forma de exteriorización de contradicciones internas al sistema social que se quiere sustituir). En clara analogía con el papel que según Marx desempeña la mercancía con relación al modo de producción capitalista, Marchetti llega a afirmar que “...la guerra es [...] la ‘luz particular’ que baña todo el proceso de transición al socialismo en los pequeños países de la periferia y que nos permite ver los distintos elementos del modo de producción en sus relaciones reales”. Esta centralidad de la guerra es también sugerida por FitzGerald, cuando hace notar que “...a pesar de esta experiencia, la defensa no forma parte del cuerpo de literatura teórica de la transición, aunque afecta profundamente al desarrollo de las fuerzas productivas y la transformación de las relaciones sociales”. Si consideramos que, incluso en los casos en que la agresión militar abierta ha cesado, y el nuevo régimen se ha consolidado, se sostiene una continua amenaza militar sobre estos países, afectando el desarrollo de las relaciones sociales, de la economía y de las relaciones internacionales, parece más correcto ver a la guerra como constitutiva de la transición contemporánea.

   Visto desde el centro imperial, esta reacción a los intentos de liberación tampoco puede atribuirse a circunstancias fortuitas (como quien gobierna en cada momento) dado que se ha llegado a conformar una verdadera ideología de la dominación que trasciende personalidades o coyunturas particulares. Así, la autodeterminación en la periferia es caracterizada por el establishment norteamericano como una amenaza a la propia seguridad nacional. Esto resulta de colocar todo desafío real a su hegemonía dentro del esquema de la confrontación Este/Oeste. Burbach rastrea esta vinculación hasta la década de los cuarenta: “después de la segunda guerra mundial, se institucionalizaron las políticas contrarrevolucionarias estadounidenses hacia el tercer mundo y éstas se convirtieron en la piedra angular de la política exterior de Estados Unidos [...] se consideraba que los movimientos revolucionarios radicales en el tercer mundo favorecían el reto soviético y que se podía utilizar ‘cualquier medio encubierto o abierto, violento o pacífico’ contra la Unión Soviética o cualquier estado o movimiento considerado como su aliado.”

   No es necesario que el proceso revolucionario afecte directamente intereses de capitales norteamericanos o que efectivamente implique una pérdida de control sobre posiciones consideradas estratégicas desde un punto de vista militar. Es suficiente con que el sentido común de la confrontación Este/Oeste lo identifique como contestatario de la hegemonía norteamericana. Hinkelammert encuentra en Locke la raíz filosófica de la ideología imperialista que, en el caso del gobierno de Reagan, ha llegado a una explicitación total, al identificar al campo socialista como “reino del mal”. Desde una perspectiva maniqueísta, es posible “...justificar la suspensión de los derechos democráticos y, en general, de los derechos humanos de quienes ejercen una oposición orientada por un principio de jerarquización distinto al vigente”. Se da así por lo que Hinkelammert denomina una “inversión ideológica de los derechos humanos”, que se produce a priori, sin ninguna relación con actos concretos, e incluso da lugar a la manipulación de la opinión pública mediante la invención de hechos inexistentes, para crear la imagen del adversario como enemigo que no merece ningún derecho. “La violación de los derechos humanos se convierte en imperativo categórico de la razón práctica” (Hinkelammert). “Aun dirigentes elegidos, de la izquierda o del centro, que no eran marxista-leninistas, tales como Mossadeg en Irán, Arbenz en Guatemala y Allende en Chile enfrentaron la oposición determinada y efectiva de Estados Unidos” (Burbach).

Los efectos de la agresión externa

¿Cómo afecta esta “luz particular” las relaciones internas de la sociedad en transición? Para ganar legitimidad para sus acciones, el centro imperial debe hacer aparecer la guerra como una lucha interna. Éste requiere exacerbar las contradicciones que lógicamente desata el proceso revolucionario en la sociedad, a la vez que se potencian algunos elementos de la oposición interna para presentarlos como la alternativa “democrática” y mostrar la agresión contrarrevolucionaria como legítima defensa de sectores internos ante el “despotismo” del nuevo régimen. Al interferir en la escena política interna una fuerza tan poderosa y con recursos materiales prácticamente ilimitados como la del centro imperial, se modifica la eficacia de la correlación de fuerzas pos triunfo. Así, las políticas de alianzas planteadas por la dirección revolucionaria sufren por las presiones que tienden a debilitar su legitimidad internacional, así como su probabilidad de consolidarse en el poder. Por lo pronto, “...en el caso de las revoluciones en pequeños países de la periferia capitalista, el imperialismo tiene una enorme capacidad para atacar directamente el poder militar de la revolución, poniendo en cuestionamiento la estabilidad de la nueva correlación de fuerzas, e indirectamente (por la vía ideológica, por el boicot económico) las bases de sustentación social del poder revolucionario...” puesto que “...la causalidad última de la penuria económica no es auto evidente... el estado revolucionario aparece como mediador político del impacto socioeconómico de la acción externa...” (Coraggio). De hecho, “la situación típica no ha involucrado confrontaciones militares a gran escala, sino luchas guerrilleras cuyas metas específicas son el sabotaje económico y la desorganización política, con el objetivo general de alienar a los simpatizantes del gobierno” (Stallings). De hecho, el término “guerra de baja intensidad”, de uso reciente en la literatura, refleja más un avance en la conceptualización teórica sobre las formas que asume la agresión imperialista, que un cambio efectivo en la compleja agresión que han tenido que sufrir las sucesivas revoluciones en la periferia.

   La agresión tiene efectos negativos múltiples, difundidos en las estructuras de la sociedad en transición. Por ejemplo, “uno de los problemas más serios de la agresión imperialista es la tentación de culpar al imperialismo por todos los problemas y aún por los propios errores de la vanguardia” (Marchetti). Otro impacto negativo puede ser que como consecuencia de la necesidad de consolidar la dirección interna en una situación de guerra, se dé “...un debilitamiento gradual del poder de las organizaciones populares frente al poder estatal y a la organización partidaria” (Marchetti). La situación de guerra “provoca una tendencia a considerar como información estratégicamente importante para el enemigo datos que hacen al funcionamiento de la economía. En consecuencia, la socialización de la información, de los programas y proyectos, de las proyecciones, de los resultados de la actividad económica, se bloquea por el imperativo de la defensa” (Coraggio). Como expresa Mattelart: “el peligro de la racionalidad de la guerra consiste en que es alérgica a la noción de contradicción. No se puede divulgar ninguna información susceptible de desmoralizar a los combatientes y las poblaciones civiles [...] ¿Qué país en estado de guerra puede permitirse desplegar sus dificultades, sus errores, sus pérdidas a la luz del día?” Pero lo que es tal vez más grave es que “la lógica de la guerra (y las de la propaganda y la censura) inspira un modelo de comunicación cuya tendencia natural es subestimar la capacidad crítica de los destinatarios de esta comunicación” (Mattelart). En lo económico, “la necesidad de asignar el excedente externo e interno hacia la defensa, reduce en forma severa las posibilidades de acumulación [...] puede tener un efecto inflacionario [...] [que] puede afectar desproporcionadamente a obreros y campesinos” (FitzGerald). El racionamiento y la creciente intervención estatal en la distribución interna de bienes parecen males necesarios en esta emergencia, pero frecuentemente concitan la resistencia de productores y consumidores al control estatal.

   Por otra parte, también puede argumentarse que la agresión demora o bloquea transformaciones sociales. Así, Coraggio hace notar que la vinculación entre incentivos materiales y productividad pierde eficacia en condiciones de bloqueo económico, por la escasez de materias primas y repuestos que impide a los trabajadores desarrollar su capacidad de trabajo a voluntad. Del mismo modo, la agresión actual y potencial puede tender a reducir los espacios políticos para la democratización interna, dada la emergencia y el peligro de que el enemigo abra un frente interno desestabilizador o directamente saboteador de la economía.

La respuesta a la agresión

Pero los efectos de la agresión no pueden ser simplemente catalogados como negativos. De hecho, la sociedad en transición procesa la agresión externa y al hacerlo se aceleran o modifican tendencias y comportamientos de manera compleja. Paradójicamente, la agresión puede ser una fuerza que radicalice, consolide y democratice un proceso de libertar nacional. A la vez, puede contribuir a la coagulación de fuerzas internas y externas a favor de la revolución. Varios autores de este volumen señalan efectos “positivos” que en rigor no pueden ser atribuidos mecánicamente a la agresión, pero sí a un tipo de procesamiento que ella puede detonar. Así, Marchetti plantea, para el caso de Nicaragua, que “...ha sido precisamente el desafío de la guerra en la costa lo que ha obligado a la vanguardia a dar pasos más audaces y creativos en la solución de la cuestión nacional y en el desarrollo de la alianza revolucionaria con los pueblos indígenas”. FitzGerald afirma que “...la defensa tiene el efecto de acelerar la transformación de las relaciones sociales aunque el efecto final probablemente tiene mucho que ver con la forma de organización social de la misma estructura militar”. En la misma línea, Deere plantea la posibilidad de ver la aceleración de la reforma agraria en Nicaragua como la respuesta revolucionaria a la agresión militar y, en el caso específico de Cuba, recuerda que “...la revolución cubana condujo a la expropiación total de las empresas agrícolas norteamericanas”.

   Por su parte, Stallings nos muestra cómo estos procesos reciben ayuda solidaria no sólo de los países socialistas, sino también de países del área capitalista, en particular de los países escandinavos y de Europa en general, en lo que podría ser un principio generalizable: la brutalidad de la trasgresión al principio de autodeterminación de los pequeños países concita una solidaridad que pone en discusión la legitimidad de las acciones del centro imperial. Pero, sin duda, esa solidaridad no puede compensar materialmente los enormes costos de la agresión, y por otra parte, tiene limitaciones importantes. Stallings señala que en el caso de Chile “los créditos de los países socialistas eran créditos a largo plazo para la importación de bienes de capital de estos países... no ayudaban a resolver la necesidad inmediata de financiar las materias primas y los repuestos originarios...”. Asimismo, FitzGerald hace notar, en lo referente al comercio –que generalmente se reorienta parcialmente hacia el mercado socialista como respuesta al boicot económico impulsado por el imperio- que “...en la práctica los precios de intercambio entre las economías socialistas se basan en precios mundiales, y como el CAME solamente representa el 4% del total, son efectivamente precios capitalistas”, con lo que la sustitución de mercados suele implicar mayores costos de transporte y comercialización sin necesariamente conllevar precios preferenciales.

   La solidaridad con procesos de transición de fuerzas progresistas internas al sistema capitalista (notoriamente la Internacional Socialista) tiene como motivación profunda la percepción de que es necesario dar una respuesta integradora y no represiva a la conflictualidad acumulada en la periferia del sistema, pero sus formas y contenidos concretos dependen tanto de la coyuntura internacional como de la coyuntura interna a cada país en el cual constituyen una fuerza política. Así, es evidente que el discurso y las acciones de un partido socialdemócrata europeo no son idénticas cuando está gobernando que cuando están en la oposición, o que el contexto más global de las relaciones con la potencia hegemónica también afectan esas exteriorizaciones. Las presiones ejercidas por el centro imperial sobre los gobiernos aliados logran, en muchos casos, reducir los gestos gubernamentales de solidaridad, y esto ha inducido a las organizaciones de la sociedad civil a autonomizarse al máximo de su estado, para relacionarse directamente con los pueblos de los países en revolución. Nuevamente, en el caso de Nicaragua, esto ha alcanzado niveles sorprendentes, al punto de que en algún año el monto de la ayuda proveniente de organizaciones no gubernamentales compensó la reducción de ayuda económica bloqueada por el gobierno de Reagan.

   En la fase actual de la crisis e intentos de reconstitución de la hegemonía norteamericana, se dan condiciones para que las revoluciones en la periferia desarrollen una lucha político-diplomática contra-hegemónica dentro mismo del sistema, contribuyendo a erosionar esa hegemonía al deslegitimar la respuesta de agresión imperialista. En esto desempeñan un papel fundamental no sólo las fuerzas y efectos materiales, sino la lucha ideológica, la construcción de imágenes. Como señala Mattelart, la manipulación de la información –con el trasfondo de un sentido común conformado para interpretar la realidad desde la óptica Este /Oeste que “...determina el campo de lo que se puede decir y de lo que se espera oír acerca de (las revoluciones)” puede llegar a extremos insospechados. Al respecto, Mattelart pregunta: “¿A partir de qué nivel un conflicto tiene el derecho al estatuto de guerra, en el mercado de las noticias internacionales? Y más que todo, ¿a partir de qué nivel la opinión pública internacional empieza a percibirlo como una guerra?” Esta pregunta no debería ser eludida en una época en que el temor a la gran confrontación mundial parece contribuir a ocultar las guerras de atrición y sofocación a que el imperialismo y sus apéndices tienen sometidos a numerosos pueblos que pugnan por liberarse en la periferia. El caso de la discusión abierta en el Congreso norteamericano sobre la asignación de recursos para derrocar al gobierno nicaragüense aparece como la caricatura grotesca de un fenómeno extendido en estas últimas décadas.

   Lógicamente, la respuesta a la agresión militar externa debe tener también un componente militar. Pero éste puede concretarse de muchas maneras, pues su determinación no es exclusivamente “técnica”, dado que la manera en que se socialice la defensa constituye una prueba crucial de la naturaleza profunda del proyecto social propugnado por la dirección revolucionaria. Así, existe la posibilidad de dar una respuesta basada exclusivamente en un ejército profesional, marcando una división profunda de las funciones sociales y el correspondiente monopolio de la fuerza por parte del estado, o bien plantear una estrategia de guerra del pueblo, mediante el entrenamiento masivo de milicias populares, dando armas a los trabajadores para defender sus lugares de trabajo y sus comarcas de las incursiones contrarrevolucionarias. Existe la posibilidad de una participación exclusivamente voluntaria, que finalmente hace recaer la defensa sobre los sectores menos pudientes, o bien de establecer el servicio militar como obligación de todo ciudadano para efectivamente socializar la defensa. Existe una opción más “militarista”, centrada en la eficacia estrictamente militar, y una más política, centrada en el apoyo a la revolución y el consiguiente rechazo a los contrarrevolucionarios. Qué combinación se vaya configurando como la estrategia de defensa irá especificando el proyecto social posiblemente con mayor fuerza que las decisiones sobre la combinación entre mercado y planificación, o entre centralismo y participación en el sistema político. Una socialización de la defensa que efectivamente dé “todas las armas al pueblo”, como se plantea en Nicaragua, significa optar por una revolución profundamente democrática, donde la dirigencia está dispuesta a ganar la confianza de las masas a partir de una posición que debe ser confirmada no sólo con los votos o las manifestaciones en las calles, sino con la dirección en la que apuntan las armas del pueblo.

   Del mismo modo, la respuesta a la agresión económica, al bloqueo de financiamientos y mercados, puede apuntar a acentuar el aislamiento del resto del sistema capitalista mundial, buscando en la integración al mercado socialista una mayor seguridad y equidad, o bien puede emprender la difícil lucha por mantener las vinculaciones con gobiernos y empresas en contra de la voluntad del centro imperial, uniéndose a la lucha de los países de la periferia por un nuevo orden económico internacional. La primera alternativa puede no ser tan fácil de adoptar, entre otras cosas por las mismas limitaciones que el sistema socialista de intercambios internacionales pone a la integración de nuevos miembros. En cuanto a la segunda, paradójicamente se ha hecho más factible por la misma transnacionalización del capital y las contradicciones de intereses entre países del sistema capitalista derivadas de la crisis mundial. Como lo plantea FitzGerald, el “...desarrollo de polos secundarios del capitalismo (Japón, Europa, etc.), la maduración industrial de ciertos países del tercer mundo (Brasil, México, India, etc.) y la internacionalización de las grandes corporaciones...” permiten a las economías en transición “...establecer cierta autonomía relativa en el comercio internacional, a pesar de su propio carácter explícitamente antiimperialista e implícitamente anticapitalista” (FitzGerald).

   La transición desde el capitalismo periférico es un proceso de lucha contra hegemónica. La base más firme para contrarrestar las campañas de desinformación entre las fuerzas progresistas del mismo sistema capitalista es –como lo muestra la experiencia nicaragüense- la combinación de la capacidad de autodefensa del pueblo, derrotando una y otra vez a la agresión armada, con la efectiva construcción de un sistema justo y democrático abierto a los observadores externos. En la medida en que –por la naturaleza del proyecto revolucionario o por imposibilidad de otra alternativa- los procesos de transición deben permanecer en la periferia del mismo sistema que desafían al afirmar su autodeterminación, una definición retóricamente “socialista” ayudaría poco a consolidar estos regímenes. Mientras existan relaciones de hegemonía dentro del centro y en sus relaciones con la periferia y mientras las relaciones internacionales no queden regidas exclusivamente por el despliegue de la fuerza militar, la política imperial deberá procurar construir un consenso entre los gobiernos y fuerzas que participan de dicho sistema, y el transgredir esa norma puede significarle altos costos políticos en una época de crisis. A la vez, el campo de contradicciones en el seno del mismo sistema mundial abre fisuras que deben ser utilizadas pragmáticamente para impedir el aislamiento y la eventual derrota de las luchas de liberación nacional. 

� En algunos trabajos hay referencia a la Unidad Popular en Chile, que obviamente no corresponde a este aspecto de la delimitación de casos.


�  Entre los países considerados en este volumen, la mayoría son agro-exportadores: Cuba, Etiopía, Guinea-Bissau, Mozambique, Somalia y Tanzania. Son excepciones Argelia, Angola y la República Democrática de Yemen (por el peso del petróleo) y las de Vietnam y Zimbabwe (por ser más diversificadas).


�   Clive Thomas, Dependence and transformation. The economies of the transition to socialism, Nueva York, Monthly Review Press, 1974. Lamentablemente no pudimos contar con una ponencia de Clive Thomas, quien en su participación en la discusión expuso importantes ideas, algunas de las cuales hemos retomado de la citada obra.


�  José Aricó fue invitado a participar del seminario que da lugar a este volumen, pero lamentablemente no pudo estar presente. Dada la relevancia de sus ideas para el tema que nos ocupa, hemos introducido algunas de las mismas, fundamentalmente a partir de su trabajo Marx y América Latina, México, Alianza Editorial Mexicana, 1982.


�  Una explicación de esta “laguna” en el sistema teórico de Marx, es propuesta por Aricó: “la crítica de la política será una directa emanación de la crítica de la economía política y del sistema marxiano resultarán finalmente excluidos una teoría y un análisis positivo de las formas institucionales y de las funciones de lo político”, Marx y América Latina, op. cit.


�  Al respecto, véase Ota Sik, La tercera vía, México, Fondo de Cultura Económica, 1977.


� Véase José Aricó, “Democracia y socialismo en América Latina”, en Caminos de la democracia en América Latina, Madrid, Editorial Pablo Iglesias, 1984





